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El presente estudio fue realizado por la Corporación Nuevo Arco 
Iris en el marco del "Proyecto sobre violencia contra sindicalistas Y 
trabajadores sindicalizados" del , Programa de Naciones Unidas para 
el Desarrollo. El equipo de trabajo estuvo a cargo de León Valencia 
(director) y Juan Carlos Celis (coordinador de investigación), y con­
formado por los investigadores Alexander Pereira, Óscar Arbeláez, 
Hernán Pedraza y Ó~car Sevillano, los auxiliares Sandra Teherán y 
James Larry Vinasco y el editor Hernán Suárez. 
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INTRODUCCIÓN 

EL ASESINATO DE 2.732 SINDICALISTAS 
/ / 

SI TIENE EXPLICACION 

La Corporación Nuevo Arco Iris no tenía entre sus líneas de investiga­

ción la cuestión sindical, pero en sus indagaciones sobre la parapolitica 

y en el seguimiento al conflicto armado había percibido que el mayor 

número de asesinatos de sindicalistas había ocurrido en los momentos 

y lugares en los que se desarrollaba con mayor intensidad la confron­

tación armada y se evidenciaba una gran implicación entre paramili­

tares, empresarios y agentes del Estado. Por eso aceptó la invitación 

del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) a buscar 

una explicación para el asesinato de 2. 732 sindicalistas en los últimos 

25 años en Colombia, así como para las más de 8.000 agresiones vio­

lentas a los sindicatos y a los derechos fundamentales de sus afiliados. 

Queríamos saber qué tanta verdad había en esta percepción inicial, y 

aclarar las dimensiones de ese drama humanitario. Desde luego, que­

ríamos también aportar a la búsqueda de una solución para una de las 

más grandes tragedias de la sociedad colombiana. 

No fue difícil identificar los casos que podrían permitirnos sacar 

conclusiones ciertas sobre el problema de la victimización sindical en 

Colombia. En los registros de asesinatos y agresiones saltaban a la 

vista los maestros y los trabajadores de los sectores bananero y pe­

trolero; por eso escogimos la Federación Colombiana de Educado­

res (Fecode), el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Agricultura 

(Sintrainagro) y la Unión Sindical Obrera (uso). También hicimos un 

análisis especial de la racha de asesinatos de sindicalistas que se pre­

sentó en la ciudad de Barranquilla en los primeros años de este siglo. 
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SINDICALISMO ASESINADO 

Los sindicalistas de los sectores educativo, bananero y petrolero re­

presentan cerca del 70% del total de los sindicalistas asesinados entre 

1984 y 2009, los años que delimitan nuestra investigación. Un porcen­

taje bastante representativo, que permite intentar una explicación desde 

la perspectiva de las ciencias sociales y políticas. Mas no para establecer 

responsabilidades penales, las cual~s exigen la investigación de cada caso. 

Esta aclaración es importante. Nuestra investigación no parte de las 

categorías del derecho positivo, orientadas a formular imputaciones 

penales individuales, sino de las categorías de las ciencias sociales y po­

líticas, orientadas a examinar los hechos, cruzar variables y proponer 

explicaciones. En este caso, las variables son los actores armados, los 

grupos políticos y las fuerzas empresariales y sindicales, todos insertos 

en la dinámica del control de territorios, la disputa por el poder y la 

apropiación de jugosas rentas. 

Para el presente estudio utilizamos las cifras oficiales del Observa­

torio de Derechos Humanos de la Vicepresidencia de la República y 

las elaboradas por la Escuela Nacional Sindical. A partir de ellas nos 

pusimos a la tarea de examinar en detalle los lugares y momentos de la 

victimización. De otro lado, entrevistamos a 73 personas -sindicalistas, 

empresarios y líderes políticos-, examinamos las versiones libres que 

los jefes paramilitares han rendido ante la Unidad de Justicia y Paz de la 

Fiscalía General de la Nación e hicimos una rigurosa revisión de pren­

sa. Igualmente, estudiamos alrededor de 150 documentos, entre libros 

y ponencias, sobre las relaciones entre sindicalismo y conflicto armado. 

*** 

U na parte importante de los homicidios y de las violaciones a los de­

rechos humanos de los sindicalistas se produjeron en 31 municipios, 

todos ubicados en regiones con presencia ostensible del conflicto ar­

mado. Entre estos se destacan 6 gue registran más de 100 sindicalis tas 
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asesinados: Turbo, Apartadó, Carepa, Chigorodó, Medellin y Barran­

cabermeja. Los picos más altos de la escalada de asesinatos en cada 

uno de los períodos analizados fueron: 125 en 1988 (1984-1990), 275 

en 1996 (1991-1997), 194 en 2001 (1998-2003) y 76 en 2006 (2004-

2009). Esos años presenciaron una feroz disputa entre actores arma­

dos y fuerzas políticas en los territorios en mencion. 

Los estudios de caso y el panorama general de las cifras de asesina­

tos y agresiones nos permitieron ver que a lo largo de los 25 años que 

cubre la investigación, los sindicatos que cargaron con el mayor peso 

de la victimización fueron los más activos en la lucha política, es decir, 

aquellos que ligaron las reivindicaciones laborales con las aspiraciones 

democráticas y emprendieron por igual protestas sociales y acciones 

políticas, a través de las cuales ejercieron un inusitado protagonismo 

en algunas regiones del país. 

Durante el primer período contemplado p.or nuestr~ inyestigación 

(1984-1990), los sindicatos, las guerrillas y los partidos políticos afines 

a ellas confluyeron en consignas como la "a__eertura democrática", la 

"necesidad de una Asamblea Nacional Constitu~.ente", la "nacionali­

zación del petróleo" y la "articulación de los maestros a la lucha por 

una educación liberadora encarnada en un gran Movimiento Peda­

gógico". Esa confluencia de propósitos condujo, de un lado, a que 

las guerrillas sirvieran de soporte a diversas protestas laborales y en 

muchas ocasiones presionaran con las armas a los empresarios o al 

Estado; de otro, a que los sindicatos acompañaran los esfuerzos de 

negociación y las convocatorias de movilización de las guerrillas. 

Los movimientos subversivos entendieron esta realidad como par­

te de su estrategia de "combinación de todas las formas de lucha"J v 

con tal propósito impulsaron organizaciones políticas legales como la 

Unión Patriótica (UP), A Luchar y el Frente Popular (FP), a través de 

las cuales hacían presencia permanente en las protestas sociales y b s 

contiendas electorales. 
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StNDICALISMO ASESINADO 

Por su parte, los grupos paramilitares confluyeron con dirigentes 

políticos, líderes empresariales y una djversidad de agentes del Estado 

en la lucha por consoLidar su poder local y ejercer influencia en el po­

der nacional e impedir los procesos de democratización. En desarro­

llo de ese ptopósito, arremetieron con las armas contra los dirigentes 

sindicales que incursionaban en la acción política o que rarucaLizaban 

sus aspiraciones laborales, lo cual desató la gran tragedia humanitaria 

de l!UC estamos hablando. 

Hasta hace poco, la aseveración de que detrás de 1a gran victimización 

de líderes políticos y sociales estaba una aLianza entre agentes del Estado 

y fuerzas ilegales suscitaba gran contro,·ersia y, en no pocos casos, in­

creduUdad. Pero las dudas se han resuci to en los tribunales. Un total de 

11 O parlamentarios, que ejercieron entre d 2002 y el 2006, están hoy vin­

culados a procesos judiciales, acusados de concierto para delinquir o de 

constreñimiento al dcctor, r cerc:1 de 500 üderes regionales -gobernado­

res, alcaJdes, concejales y chputados- enfrentan las mismas imputaciones. 

E.n los casos que nos ocupan, rnbtn aún menos dudas: 30 dirigentes 

políticos de Urabá <.:srán presos, lo mismo que uno de los grandes jefes 

de la región: Rubén Darío Quintero, senador de la República y candi­

dato a la gobernación de Amioc.¡uia, quien se desempeñó como secre­

rarjo privado del gobernador Alvaro U ribe Vélcz. Por sus actividades 

en la región están c.:n líos judiciaks más de una veintena de militares, 

encabezados por los generales Ri to Alejo del Río y Fernando Millán. 

Una situación similar se presenta en Barrancabermeja y el Magda­

lena i\ fedio: dos ex alcaldes de la capital petrolera, dos senadores, dos 

representantes a la Cámara con influencia en la región y un amplio 

grupo de militares que trabajaron alli están vinculados a procesos judi­

ciales. Todos fueron protagonistas de acciones en los tiempos y lugares 

en los que ocurrió la victimización sindical que estamos analizando. 

Estos hechos no fueron casuales; por el contrario, hacían parte de 

estrategias pensadas y ejecutadas con una alevosía que da pavor. El jefe 
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. , · · s "éxitos" paramilitar Carlos Castaño se refino en vanas ocasiones a SU . 

. d · d libro Mz con-en U rabá y Barrancabermep. Estas revela oras citas e su . . 
jesión, escrito a cuatro manos con Mauricio Aranguren, así lo evidencian: 

Alli ¡en Urabáj se dio la etapa más dura de esta guerra, la lucha por 
controlar el eje bananero asediado por las FARC y una disidencia del 
EPL. Todo esto sucedió entre junio de 1994 y abril de 1997, cuando 

pacificamos la región y nacieron las AUCC. 

Este municipio [Barrancabermeja] es el puerto petrolero más grande 
del país, el carburador de Colombia. Ecopetrol, la empresa petrolera 
del Estado, tiene un sindicato, la USO, que durante mucho tiempo 
fue infiltrado por la guerrilla del ELN. Cuando los subversivos querían 
paralizar el país, el sindicato organizaba un paro para dejar a Colom­
bia sin combustible en solo 48 horas. Desde que las Autodefensas 
controlan la zona no se ha realizado ningún paro significativo. 

La confluencia entre guerrillas y sindicatos en las protestas laborales y 
las luchas por la democratización tuvo un punto de quiebre en 1991, con 

la celebración de la Asamblea Nacional Constituyente y la expedición de 

la nueva Constitución colombiana. La inmensa mayoría de los dirigentes 

sindicales comprendió que había logrado una gran conquista política y 

se dispuso a disfrutar de sus beneficios participando activamente en el 

escenario electoral y en el empeño por hacer realidad las promesas de la 

nueva carta. Una parte de las guerrillas hizo lo mismo, pero las Fuerzas 

Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) y el Ejército de Libera­

ción Nacional (ELN) no quisieron entrar por el aro de la Constitución y 

profundizaron sus ataques a la instituciol)alidad. Esta investigación pre­

senta testimonios y evidencias de la separación tajante que se produjo 

entonces entre la dirigencia sindical y las guerrillas. 

La gran paradoja radica en que los paramilitares y las élites locales 

también se de~caron a atacar, con otra estrategia, el proceso de demo­

cratización. Su lucha de allí en adelante consistió en buscar la captura 

del poder local y alcanzar influencia nacional para bloquear avances de-
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mocráticos como la elección popular de alcaldes, la descentralización, la 

circunscripción nacional de Senado y los estímulos al voto de opinión y 

al pluralismo político. Lo anterior explica por qué continuaron atacando 

a los dirigentes sindicales y sociales a pesar de que estos ya habían roto 

todo nexo con las guerrillas. La disputa, habían comprendido, estaba 

en el campo de la democracia. Quien mejor resume este fenómeno es 

Héctor Fajardo, dirigente sindical de gran trayectoria: 

Estoy completamente seguro de que la victimización sindical 9ue ha 
vivido Colombia se ha debido, en un 80 ó 90%, al compromiso de los 
sectores s1ndicales con la democratización del país. 

Esta caracterización de los hechos nos pone ante dilemas éticos y res­

ponsabilidades políticas que generan mucha controversia y que han 

impedido a lo largo de estos años llegar a un diagnóstico común sobre 

la violencia contra el sindicalismo. Se discute con ardor la condición 

de víctimas de los sindicalistas asesinados o agredidos; se intenta jus­

tificar el homicidio de personas que presentan afinidades ideológicas 

con las guerrillas recurriendo a los crímenes cometidos por estas, o 

a la inversa: se busca explicar las atrocidades de las guerrillas contra 

la población civil· recurriendo a los vejámenes infligidos a las organi­

zaciones sociales y a sus dirigentes por agentes del Estado y fuerzas 

paramilitares vinculadas con las élites locales. 

Esta investigación partió de dos premisas. La primera de ellas es 

una frase de Gonzalo Sánchez, director de la Comisión de Memoria 

Histórica: "La condición de víctima la da la indefensión'l no la i.nocen~ 

cia". La segunda es una sentencia del libro Los abusos de la memoria:, de 
fzvetan Todorov: 

Los crímenes nazis no se pueden explicar por los crímenes estalinis­
tas, como tampoco al revés, y ya se ha dicho a menudo, la existencia 
de unos no convierte de ningún modo en menos culpable la perpe­
tración de los otros. 
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Los sindicatos colombianos se han empeñado en asegurar que la pro­

testa laboral es la causa principal -o única- de las agresiones que ha 

sufrido el sindicalismo. Nuestra investigación revela que tal explica­

ción está incompleta. La acción política al lado de las guerrillas y la 

lucha autónoma por la democracia desataron una respuesta atroz y 

desproporcionada de élites regionales, agentes del Estado y fuerzas 

ilegales. De otro lado, la cooperación de una parte importante de la 

dirigencia sindical con fuerzas políticas vinculadas a las guerrillas no 

era inocente: muchos dirigentes sindicales sabían de dónde venían las 

consignas que agitaban, y sabían también que las guerrillas incurrían 

en el secuestro, la extorsión y el asesinato de empresarios y políticos. 

En esa medida, la actual dirigencia sindical colombiana comete un 

grave error al tratar de explicar la tragedia de los últimos 25 años a par­
tir de la controversia laboral exclusivamente. Hay allí una aceptación 
tácita de que tal vez los asesinos tenían razón en su barbarie, si se de­
muestran el protagonismo político del sindicalismo y la contribución 
que sectores de este hicieron, consciente o inconscientemente, a la 
"combinación de todas las formas de lucha". 

Por su parte, el Estado colombiano sostiene una tesis contraria, con 
la ilusión de eludir las responsabilidades éticas, políticas y judiciales 
que le competen por esta larga cadena de asesinatos y violaciones a 
los derechos humanos. Como si al decir que la mayoría de los críme­
nes contra sindicalistas tienen una vinculación directa con el conflicto 
armado quedara exento de culpa o viera atenuada su responsabilidad. 
Pero no hay la más mínima justificación para que agentes del Estado, 
por mano propia o en alianza con fuerzas ilegales, maten o atropellen 
a personas en estado de indefensión, así se trate de dirigentes políticos 
o sociales con algún grado de afinidad o vínculo con organizaciones 
o consignas subversivas. La única opción del Estado es perseguir en 
derecho y en demo~racia a sus impugnadores. 

Buscar comprensión o justificación para los servidores públicos 0 

los particulares que, acosados por las guerrillas, se dedicaron a ejercer 
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justicia con su propia mano para destruir el entorno social y político 

de estas, equivale a la muerte del Estado de Derecho. Utilizar como 

expediente para reprimir las protestas sociales la acusación de que los 

sindicalistas y dirigentes populares asesinados obedecían a intereses 

políticos o estaban relacionados con la subversión, tal como han he­

cho a lo largo de los últimos 30 años los gobiernos nacionales y loca­

les, es una negación clara y llana de la democracia. 

La situación es más aberrante cuando se sabe que, con ocasión de 

los acuerdos de tregua y paz que se suscribieron en los años ochenta, 

el Estado autorizó la conformación de agrupaciones políticas que te­

nían vinculación directa con las guerrillas y actuaban abiertamente en 

el movimiento sindical. El texto suscrito entre el gobierno del presi­

dente Belisario Betancur y las FARC decía: 

El gobierno, de acuerdo con lo establecido por la Constitución y las 

leyes, otorgará a la Unión Patriótica y a -sus dirigentes las garantías y 

las seguridades indispensables para que puedan desarrollar, en forma 

idéntica a las demás agrupaciones políticas, su acción tanto proseli­
tista como electoral [ ... ]. 

De la misma manera, el Estado otorgó personería jurídica a los órga­

nos de expresión del Frente Popular y A Luchar, promovidos por el 

EPL (Ejército Popular de Liberación) y el ELN, respectivamente. Si no 

había justificación alguna para la victimización sindical en los tiempos 

de la combinación de todas las formas de lucha, mucho menos la ha­

bía en la época en que el sindicalismo había roto cualquier nexo con 

las fuerzas ilegales y estaba simplemente aprovechando las ventajas 

políticas que había conquistado con la Constitución de 1991. 

El Estado colombiano es responsable de la victimización del sin­

dicalismo, al menos en tres campos debidamente documentados en 

esta investigación: por la participación de servidores públicos en las 

alianzas criminales que condujeron a la muerte de miles de sindicalis-
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tas, por permitir que prosperara un ambiente en el cual se justificaba 

la muerte de personas indefensas por sus afinidades ideológicas o po­

líticas con fuerzas ilegales y por la escandalosa impunidad judicial que 

ha cobijado a los responsables. 

Por lo tanto, para enfrentar la violencia contra el sindicalismo el 
Estado tiene que ir más allá de la protección a los dirigentes sindicales 

y a sus familias mediante dispositivos de seguridad. La acción principal 

ha de estar en el terreno de la democracia: solo la depuración siste­

mática y masiva del Estado, que margine a los agentes violadores de 

los derechos humanos, y la sanción social y política de quienes se han 

desviado de sus deberes públicos pueden poner freno a estos abusos. 

La otra gran tarea consiste en trazar una estrategia de recuperación 

de la institucionalidad local que hoy está bajo la influencia de fuerzas 

ilegales, de modo que la Constitución nacional_tenga plena vigencia en 

las regiones. 

Al lado de estos esfuerzos democráticos, es necesario buscar un 

proyecto de reconciliación nacional que ponga fin al conflicto arma­

do: solo una paz estable puede terminar la victimización sindical. No 

se puede descartar el establecimiento temporal de una jurisdicción es­

pecial de la justicia colombiana con presencia internacional para ade­

lantar la investigación y el juicio en casos emblemáticos. Entre tanto, 

es necesario aprovechar el escenario que se abrió en la Unidad de 

Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación para recoger una 

memoria de todas las versiones relacionadas con asesinatos y otras 

agresiones a sindicalistas. 
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CIFRAS Y GEOGRAFÍA DE LA VICTIMIZACIÓN 

La mayoría de los informes sobre la violencia contra trabajadores sin­

dicalizados en Colombia concentran su atención en los aspectos cuan­

titativos y su comportamiento año a año, establecen comparaciones 

con las cifras internacionales e identifican los sectores económicos y 

las zonas geográficas en donde se concentra esa violencia. En el pre­

sen te capítulo examinaremos esos factores desde las siguientes pers­

pectivas: 1) el análisis de los datos cuantitativos a que tuvimos acceso, 

2) la evaluación de los alcances y limitaciones de la información dis­

ponible, 3) la identificación de los sectores económicos y las regiones 

con mayores índices de violencia contra trabajadores sindicalizados y 

4) la formulación de futura s inves tigaciones a partir de la lectura de 
los datos obtenidos. 

El análisis de las cifras siguió los parámetros establecidos por la 

Coordinación del PNU D, según los cuales se consideran violencia 

contra los trabajadores " todos los actos dirigidos (con éxito o sin él) 

aJ exterminio o al daño físico y/ o psíquico de una persona, con de­

terminados propósitos". Las modalidades de violencia contempladas 

fueron el homicidio, la tentativa de homicidio -lesiones personales y 

ataques-, la desaparición -especialmente la "forzada"-, el secuestro, 

la tortura, la detención ilegal o arbitraria y la amenaza.1 En términos 

de derechos humanos, se trata de violaciones al derecho a la vida, la 

libertad y la integridad física. 

1. La Base de Datos de Derechos Humanos de la ENS emplea estas categorías: ho­
micidio, atentado con o sin lesiones, desaparición, secuestro, tortura, detención 
arbitraria y amenaza. 
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Utilizamos dos bases de datos: la del Observatorio del Programa 

Presidencial para los Derechos Humanos y el Derecho Internacional 

Humanitario (OPPDHDIH) y la de la Escuela Nacional Sindical (ENS). 

El estudio privilegió esta última por varias razones. En primer lugar, 

porque la información allí sistematizada cubre un período más amplio, 

de 1977 a 2011, mientras que la del OPPDHDIH abarca solo el período 

comprendido entre 2000 y octubre de 2011. En segundo lugar, porque 

la Base de Datos de la ENS contempla las 7 modalidades de violencia 

definidas para el estudio, mientras que la del OPPDHDIH solo contempla 

el homicidio. En tercer lugar, porque la comparación metodológica de 

estas dos bases de datos corresponde a una investigación paralela que 

desarrolla el Centro de Recursos para el Análisis de Conflictos (Cerac). 

La prelación conferida a la información de la ENS no significa que 

hayamos desconocido la del OPPDHDIH, pues para el subperíodo de 

análisis las dos bases de datos coinciden. La información 9-e la ENS co­

rrespondiente al período 1986-2009 nos fue entregada el 16 de abril de 

201 O y fue ajustada el 4 de junio del mismo año; la corresp_ondiente al 

período 1977-19852 y al añO 201 O nos fue entregada el 25 de noviem­

bre de 2011, y la correspondiente a 2011 nos fue entregada en enero 

:ie 2012. La información del OPPDHDIH correspondiente al período 

~000-2009 nos fue entregada el 24 de mayo de 2010, y la de 2010, el 
'S de noviembre de 2011. 

a magnitud del problema 

Para establecer la magnitud de la violencia contra los sindicalistas en 

Colombia, hicimos una comparación con los datos globales. De acuer-

2. Entre 2010 y 2011, la ENS amplió su base de datos retrocediendo hasta 1977. La 

información correspondiente al período 1997-1985 está aún en proceso de ajuste y 
revisión de fuentes, lo que podría signific~ subregistro. Para dicho período, la ENS 

no registró otras violaciones, por la gran dificultad para conseguir la información. 
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do con un estudio realizado en 49 países (de Centroamérica y el Cari­

be, Suramérica, _Asia, África y Europa)3, entre 1999 y 2009 fueron ase­

sinados 1.253 sindicalistas. El 63 12% de esos homicidios ocurrieron 
' 

en Colombia; el 7,01 %, en Brasil; el 5,44%, en Filipina·s; el 5,32%, en 

Nepal; el 3,45%, en Guatemala y el 3,04%, en Guinea. Estos datos, 

por sí solos, muestran la dimensión de nuestro drama. 

En el período comprendido entre 1977 y 2011 se presentaron en 

Colombia 2.870 asesinatos, 5.373 amenazas, 283 atentados con o sin 

lesiones, 21 O desapariciones, 658 detenciones arbitrarias, 169 secues­

tros y 89 casos de tortura contra sindicalistas. En total, 9 .652 agresio­

nes, según la Base de Datos de la ENS. 

TABLA 1 
Homicidios y violencia no letal contra sindicalistas en Colombia, 1977-zO 11. 

. , 
l1;ó:.Í>E-VIQLÁCIÓN < 

.. ·'' " ~ 
·•. , , •• ">., 

". 
' 

.. 
1
•• A~o 

HOMICIDIO HOMICID,10 ATÉNTADO C(,)N DETENCION 
AMENAZA DESAPARICION SECUESTRO TORTUl!A 

(ENS) (OPPDHDIH) O S,IN LESIONES ARBITRARIA 

1977 1 o o o o o o 
1978 o o o o o o o 
1979 5 o o 1 o o 1 

1980 2 o o o o o o 

1981 6 o o o 1 o o 

1982 7 o o 4 o o 1 

1983 5 o o 1 1 o 1 

1984 2 o o o o o o 

3. Esta base de datos fue elaborada con información de la Confederación Inter­
nacional de Organizaciones Sindicales Libres (CIOSL), la Confederación Sindical 
Internacional (cs1), el Centro para los Derechos Humanos y Sindicales (cTUHR, 
por sus iniciales en inglés), el Movimiento Sindical Indígena y Campesino Gua­
temalteco (MSICG), la Escuela Nacional Sindical (ENS) y la Comisión Pastoral de 

la Tierra (cPT). 
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1985 30 o o o 5 o 1 

1986 34 6 o 1 2 o o 
1987 60 5 1 2 2 o 3 

1988 125 18 16 20 4 2 8 

1989 84 14 3 18 10 o 16 

1990 47 1 o 3 3 o 3 

1991 89 5 3 8 4 o 7 

1992 143 15 7 7 9 2 8 

1993 200 3 3 5 2 o o 
1994 103 7 5 5 6 o 4 

1995 224 8 4 8 2 o 7 

1996 275 183 42 14 44 5 o 
1997 170 307 9 19 28 7 o 
1998 96 324 10 4 11 12 o 
1999 82 685 15 8 30 21 1 

2000 134 155 186 13 18 38 25 2 

2001 194 205 236 25 12 12 39 1 

2002 193 196 207 17 9 141 27 1 

2003 101 101 301 21 7 53 7 o 
2004 94 89 456 6 6 78 4 2 

2005 72 40 260 7 3 56 6 1 

2006 76 60 245 6 5 16 5 4 

2007 39 26 250 12 2 20 o 2 

2008 50 38 498 8 5 26 o 3 

2009 47 28 412 18 3 34 o 7 

2010 51 37 399 22 9 4 6 3 

2011 29 342 10 3 16 1 2 

Total 2.870 975 5.373 283 210 658 169 89 

Fuentes: Bases de Datos de Derechos Humanos de la ENS y del OPPDHDIH. En el momento de la 
consulta (enero de 2011), el OPPDHDIH tenía datos de 2011 solo hasta octubre. 
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Gráfico 1 

Homicidios y violencia no letal contra sindicalistas en Colombia, 1977-2011 . 
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Fuentes: Banco de datos de Derechos Humanos ENS Y OPPDHDIH. 

En la Tabla 1 y el Gráfico 1 se observa que los datos sobre agresiones 

diferentes al homicidio, la desaparición y la tortura se modificaron 

abruptamente en 1996, lo que podría indicar que hubo un subregistro 

significativo entre 1977 y 1995, sobre todo en las cifras de amenaza, 

atentado con o sin lesiones, detención arbitraria y secuestro. Este fac­

tor, desde luego, restringió el uso de la información correspondiente 

al período 1977 -199 5. 

Llama especialmente la atención el escaso porcentaje de identificación 

de los presuntos responsables de los homicidios de sindicalistas: según 

la ENS, no se conocen en el 77 ,9% de los casos registrados entre 1986 

y 2009. Entre los responsables identificados, los grupos paramilitares 

ocupan el primer lugar, con 14,2%; la guerrilla ocupa el segundo, con 

5%; y le siguen los organismos estatales, con 1,8%; la delincuencia 

común, con 0,7%, y los empleadores, con 0,1 %. (V éase el Grríjico 2.) 
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. d d d 1 . e rmación sobre los presuntos res­Debido a la precane a e a 11110 

· ble para tratar de establecer ponsables, hemos descartado esta varia , , 
· · · · , flicto armado vinculo que sera un vínculo entre vict1mizacion y con ' 

objeto de análisis en el siguiente capítulo. 

Gráfico 2 

Presuntos responsables de homicidios de sindicalistas en Colombia, 1986-2009. 

ORGANISMO 
ESTATAi. 1.1'4 

AUTODEFENSAS 
Y/0 PAMlll..rf.utfS 

u.r. 

Fuente: Base de Datos de Derechos Humanos de la ENS. 

GUl:RAIUA 5.2% 

El período cubierto por esta investigación, 1984-2011, se corresponde 

con un escalamiento del conflicto armado en Colombia, escalamiento 

marcado por complejas transformaciones políticas y modificaciones 

de los actores, escenarios geográficos, ritmos e intensidades. Hay que 

anotar que la información con que contamos se remonta a 1977, pero 

la incidencia del conflicto armado en la victimización sindical comen­

zó en 1984, con las treguas entre el gobierno y las guerrillas. Aunque 

de gran utilidad, la información de las bases de datos nos resultó insu­

ficiente para determinar el vínculo entre conflicto armado y victimi­

zación de trabajadores sindicalizados. Per~ sí nos permitió establecer, 

para los cuatro subperíodos determinados, la cuantificación e identifi­

cación de los casos de violencia contra los sindicalistas las variaciones 
' 
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en la intensidad de la victimización y las zonas geográficas y sectores 

económicos donde esta se concentró. 

Para el análisis de los vínculos entre la victimización de trabajadores 

sindicalizados y la dinámica del conflicto armado, el estudio se centró 

en los tres casos que presentan el mayor registro de víctimas entre 

1984 y 2011: la Federación Colombiana de Educadores (Fecode), los 

sindicatos bananeros de la zona de Urabá y la Unión Sindical Obre­

ra (uso), el sindicato de los trabajadores petroleros, especialmente la 

secciona! del Magdalena Medio. En el desarrollo de la investigación 

introdujimos un cuarto caso, el de la costa atlántica, donde agentes del 

Estado, en asocio con los grupos paramilitares, estuvieron involucra­

dos en la violencia contra los sindicalistas. 

Los tres primeros casos corresponden a los sectores económicos en 

los que se registró el mayor número de víctimas letales entre 1977 y 2011. 

Como se aprecia en la Tabla 2, esos sectores fueron: 1) Agricultura, caza 

y pesca, 2) Servicios comunales y personales4 y 3) Minas y canteras. 

TABLA 2 

Homicidios de sindicalistas en Colombia por sector económico, 1977-2011 

Sector económico Homicidios % Sector 
. .. " ··;ti; •·.•·.•·•!f{if· .. 'i;\:'., . t?;d¡ 

; ,;',i/.s'..oi' ·11 
. , ·AgrJcultüi~}tázá y pescá, .. 1,. ·1.q11 35,2 

. ;"·'' ·, ~m- ~ i' ' < ''" _-•' ;·," ', ·<, ' .. ' 

Comercio 20 0,7 

Construcción 11 0,4 

Electricidad, agua y gas 118 4, 1 

Financiero 11 0,4 

Industria manufacturera 150 5,2 
. . z•:ij ,',.: •.fi' .. , •' ,,· ·, •· . 

. Minis y c_anteras ., 170 6,0 
.. ~ , . . ' , ,,. ' ·--:¡: ' , i .. 

Servi~ios comu,?ales y personales ..:. educación· ... 953 33,2 
-

4. En adelante nos referiremos a este como sector Educación. 
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Servicios comunales y personales - empresas 
entes territoriales 

106 3,7 

Servicios comunales y personales - judicial 47 1, 7 

Servicios comunales y personales - otro 88 3,0 

Servicios comunales y personales - salud 93 3,2 

Transporte, almacenamiento y comunicaciones 61 2, 1 

Actividad económica no especificada 12 0,4 

Dirección confederaciones 19 0,7 

Total 2.870 100,0 

Fuente: Base de Datos de Derechos Humanos de la ENS. 

Esos tres sectores sumaron el 7 4,2% de los homicidios de sindicalistas 

ocurridos entre 1977 y 2011. En cuanto a las modalidades de agresión 

distintas al homicidio, los mismos sectores concentraron el 66,2% de 

las amenazas, el 51,6% de los atentados con o sin lesiones, el 63,3% 

de las desapariciones, el 58,5% de las detenciones arbitrarias, el 46,7% 

de los secuestros y el 70,8% de las torturas. En total, sumaron 6.499 

agresiones, es decir, 67 ,3% de todas las modalidades de violencia ana­

lizadas. (Véase la Tabla 3.) 

TABLA 3 

Agresiones no letales contra sindicalistas en Colombia por sector económico, 1977-2011 

Atentado 
Desapari-

Deten-
Total Sector económico Amenaza con o sin ción Secuestro Tortura 

lesiones 
ción 

arbitraria sector 

158: 10 33 566 
Comercio 19 8 7 o 36 

Construcción 2 o 7 o o 10 

Electricidad, agua y gas 229 27 15 17 25 6 319 

Financiero 70 3 7 4 2 87 
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Industria manufacturera 359 31 18 21 6 11 446 

Minas y cant~ras 294' · 40 
. ,;; 

i ' t 14 ,, 89 26 1 7 470 
'' Servidos comunales y ., ; 

' 

personales - educ9ción 3.006 51 '68 ' 138 · 43' .: ',23 3',329 

Servicios comunales y 
personales - empresas 282 17 7 35 9 o 350 
entes territoriales 

Servicios comunales y 
34 3 personales - judicial 8 o 21 1 67 

Servicios comunales y 
177 17 personales - otros 8 10 15 3 230 

Servicios comunales y 
250 16 10 personales - salud 14 10 1 301 

Transporte, 
almacenamiento y 78 6 2 140 1 2 229 
telecomunicaciones 

Actividad económica no 
7 

especificada o 1 o o o 8 

Dirección confederaciones 307 8 o 18 1 o 334 

Total 5.373 283 210 658 169 89 6.78,2 

Fuente: Base de Datos de Derechos Humanos de la ENS. 

La Federación Colombiana de Educadores es la principal organiza­

ción de los trabajadores de la educación en nuestro país. Agrupa 33 

sindicatos de todos los departamentos y de la capital; en 2009 contaba 

con 214.134 maestros de primaria y secundaria afiliados. De acuerdo 

con el Censo Sindical de la ENS, representa el 26,4% de los trabaja­

dores sindicalizados en Colombia, y aproximadamente el 49% de los 

inscritos a la Central Unitaria de Trabajadores (CUT). 

Fecode es la organización sindical que registra el mayor número 

de homicidios y violaciones a la vida, la integridad física y la liber­

tad. Entre 1977 y 2011, 889 de sus afiliados fueron asesinados, 2.733 

fueron víctimas de amenazas; 37, de atentados con o sin lesiones; 53, 

de desaparición; 122, de detención arbitraria; 40, de secuestro y 19, 

de tortura. Del total de homicidios de sindicalistas en Colombia, el 
31 % corresponden a Fecode, al igual que el 50,9% de las amenazas, el 
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d . . el 23 7% de los secuestros y el 18,5% de 25,2% de las esapanc1ones, , 

las detenciones arbitrarias. 

El segundo caso que e~tudiaremos es el de los tra~aj~dores bana­

neros. Estos estuvieron agrupados en dos grandes smdicatos: el de 

Trabajadores Agrarios de Antioquia (Sintagro) y el de Trab~ja~ores 

Bananeros (Sintrabanano ), los cuales se fusionaron en el Smd1cato 

Nacional de Trabajadores de la Industria Agropecuaria (Sintrainagro). 

Según el Censo Sindical de la ENS, en 2009 Sintrainagro contaba con 

18.598 afiliados, de los cuales 16.117 residían en U rabá. Otros 3 sindi­

catos menores representaron un porcentaje muy reducido de las vícti­
mas letales en U rabá. 5 

Entre 1977 y 2011 fueron asesinados, en el eje Turbo-Apartadó-Ca­

repa-Chigorodó, 723 sindicalistas del sector bananero, cifra que repre­

senta el 25,2% del total de homicidios de sindicalistas ocurridos en el 

país durante el mismo período. Además, 20 recibieron amenazas, 34 

sufrieron atentados con o sin lesiones, 18 fueron desaparecidos, 21 fue­

ron detenidos arbitrariamente, 1 fue secuestrado y 18 fueron torturados. 

Los sindicalistas bananeros asesinados en U rabá representan el 

71,5% de los casos del sector Agricultura, caza y pesca. De las otras 

violaciones, solo se reportó el 19 ,8%, lo cual podría obedecer a que los 

mayores niveles de violencia se presentaron entre 1986 y 1997, años 

para los cuales la Base _de Datos ~e la ENS muestra un subregistro sig­
nificativo de las modalidades de violencia no letal Hay qtie a t 

• • • c , no ar que 
la violencia contra los smdicatos bananeros viene de antes: en 19

7
9 

fue asesinado un miembro de Sintrainagro en Ciénaga, departamento 

del Magdalena; entre 1983 y 1985 cayeron 16 miembros de Sintraµ;n) 

en Urabá, y en 1985 fue asesinado en la misma región un in tl·gu,ntl' 

de Sintrabanano. 

El Sindicato Nacional de la lndusn·ia l"t_- ut·l'ra (Sillal1 r:11fru), ru n J ;\lt li.,d(ls .ts\· 
sinados; el Sindicato de Trabajadores de 1 ;'. xpoh;111 (Si111r:1v\ p11ha11), \', 

111 
_)_ , ' ;h i 

1
.., 

y el SindiGüo de Trabajadores de Banadl'x, cu11 1. · 

32 



LEÓN VALENCIA Y JUAN CARLOS (ELIS 

El tercer caso que analizaremos es el de la USO, el sindicato pe­

trolero más importante del país, que agrupa a 3.801 trabajadores. La 

victimización de este sindicato fue particularmente intensa en el Mag­

dalena Medio, aunque también se extendió a zonas de extracción pe­

trolera y a ciudades donde se desarrollaba actividad sindical. De los 

170 sindicalistas del sector Minas y canteras asesinados, 116 pertene­

cían a la USO; es decir, el 4% del total de homicidios de todo el país Y 

el 68,2% del total del sector. Con respecto a las otras violaciones, en 

la USO se registraron 228 amenazas, 29 atentados con o sin lesiones, 7 

desapariciones, 82 detenciones arbitrarias, 20 secuestros y 5 torturas. 

Estos números corresponden al 79% de las violaciones no letales en 

el sector Minas y canteras. 

En el Mapa 1 se observan los 6 municipios donde se registraron 

más de 100 homicidios de sindicalistas entre 1977 y 2011: Turbo, 

Apartadó, Carepa, Chig?rod? -estos 4 situados en el eje bananero de 
Urabá-, Medellin y Barrancabermeja. Es evidente que el mayor núme­

ro de homicidios en estos municipios se corresponde con la cantidad 

de afiliados a Fecode, a los sindicatos, de trabajadores bananeros y a 
la uso. Los departamentos con mayor número de víctimas letales son 

Antioquia y Santander. 

TABLA 5 

Municipios con 13 o más homicidios de sindicalistas, 1977-2011 

Turbo 266 

Apartadó 267 

Medellín 185 
Chigorodó 118 

Antioquia Carepa' 117 
Puerto Nare 18 
San Roque 18 
Bello 15 
Segovia 16 
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Barrancabermeja 138 

Santander Bucaramanga 26 

Puerto Wilches 23 

Cali 69 

Valle del Cauca Tuluá 18 

Yumbo 15 

Cesar 
Valledupar 32 

San Alberto 31 

Ciénaga 45 
Magdalena 

Santa Marta 22 

Arauca 22 

Arauca Tame 20 

Saravena 19 

Bogotá D. C. Bogotá D. C. 48 

Córdoba Montería 46 

Atlántico Barranquilla 39 

Norte de Santander Cúcuta 38 

Bolívar Cartagena 30 

Risaralda Pereira 24 

Meta Villavicencio 18 

Nariño Pasto 16 

Putumayo Puerto Asís 14 . 

Sucre Sincelejo 13 

Caldas Manizales 13 

Total 1.799 

Fuente: Base de Datos de Derechos Humanos de la ENS. 
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MAPA 1 

Homicidios de sindicalistas en Colombia, 1977-2011 
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Como se aprecia en la Tabla 5, entre 1977 y 2011 se presentaron en 

los 4 municipios del eje bananero de Urabá (furbo, Apartadó, Carepa 

Y Chigorodó) 768 homicidios. De las víctimas, 716 estaban afiliadas 

a sindicatos de trabajadores de la agroindustria bananera. ri E s decir, 

en esos municipios ocurrió el 59,3% de los asesinatos de sindicalistas 

reportados en Antioquia entre 1997 y 201 O. 

En la Tabla 5 se observa también que Barrancabermeja fue el cuar­

to municipio con mayor número de homicidios de sindicaliS tas entre 

1977 y 2011: 138, de los cuales 93 eran miembros de la USO. El puerto 

concentró el 58 5% de los asesinatos de sindicalistas ocurridos en el 
' departamento de Santander, con lo cual le confirió a este el cuarto 

puesto en cuanto a violencia letal contra trabajadores sindicalizados. 

Las cifras de Barrancabermeja superan las de todo el departamento 

del Cesar (120 homicidios en el mismo período). 

Entre 1977 y 2011, Medellin fue el tercer municipio en homicidios 

de sindicalistas, con 185 casos. De las víctimas, 101 eran trabajadores 

del sector educativo, de los cuales 91 estaban afiliados a la Asociación 

de Institutores de Antioquia (Adida), filial de Fecode. Medellin fue, 

de lejos, la capital de departamento con mayor número de víctimas, 

seguida por Cali, con 69 casos; Bogotá, con 48; Montería, con 46; 

Barranquilla, con 39 y Cúcuta, con 38. En Antioquia se registró el 

mayor número de homicidios de educadores: 264, de los cuales 254 

eran miembros de Adida. Le siguió el Valle del Cauca, con 56 víctimas, 

todas del Sindicato Único de Trabajadores de la Educación del Valle 

(Sutev), también filial de Fecode. 

Como vimos, las víctimas pertenecientes a los sindicatos bananeros 

de Urabá y a la USO se concentraron en los 4 municipios del eje banane­

ro y en Barrancabermeja, respectivamente. Por su parte, las 889 víctimas 

letales de Fecode entre 1977 y 2011 se ubicaron en Bogotú y en 28 de 

6. E n otros municipios de Urabá fueron asesinados 6 afiliados a sindicatos b:11 u ­
neros: 3 en Mutatá, 2 en Necoclí y l en Dabeib:1. 
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los 33 departamentos del país. Aunque extenderemos la descripción Y el 
análisis de cada caso en los próximos capítulos, es importante señalar ya 

que la concentración espacial y temporal de los sindicatos bananeros en 

Urabá, y de la USO en Barrancabermeja, estuvo asociada a las dinámicas 

de disputa y control territorial propias del conflicto armado. 

El elevado número de homicidios de sindicalistas bananeros en 

Urabá entre 1977 y 2011 se explica en buena medida por el conflicto 

armado, que colonizó en la región las luchas laborales y la dinámica 

interna de los sindicatos, como detallaremos en el capítulo siguiente. 

Las organizaciones sindicales y los trabajadores quedaron inscritos en 

la disputa por el control territorial en que estaban empeñados los ac­

tores legales e ilegales del conflicto. 

La espiral de violencia alcanzó sus mayores cotas en el período 

comprendido entre 1984 y 1997 -durante el cual las FARC fueron ex­

pulsadas de la zona por la acción de los paramilitares y de la Fuerza 

Pública-, con un total de 696 homicidios. Luego cayó abruptamente, 

a solo 25 homicidios, en el período comprendido entre 1998 y 2011 

-que se corresponde con el af¡anzarrúento del control social y político 

del paramilitarismo en la zona-. A lo largo de este último período 

Sintrainagro, el principal sindicato bananero, y el más afectado por la 

violencia, se acomodó al nuevo orden disminuyendo la conflictividad, 

cooperando con los empresarios y proyectando alia~zas, sociales y po­
líticas con diversos sectores. 

Por su parte, la violencia ejercida contra los sindicalistas de la uso 
tenía como presupuesto las supuestas vinculaciones con el ELN y las 

identidades entre esta organización guerrillera y el sindicato en mate­

ria de política petrolera. A pesar de que la USO tenía una tradición de 

autonomía en la formulación de sus políticas y reivindicaciones, fue 

señalada como colaboradora de la subversión. Esto motivó su victi­

mización por parte de los grupos paramilitares, especialmente en Ba­

rrancabermeja, donde se presentaron 94 de los 116 homicidios de afi­
liados. La espiral de violencia contra estos se extendió especialmente 
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entre 1988 y 2002, aunque para 1997 la presencia del FLN en el puerto 

estaba muy debilitada por la acción de la Fuerza Pública y de los g ru ­

pos paramilitares, y para 2000 ya era bastante precaria. E ntre 1984 Y 
2003 fueron asesinados 89 miembros de la USO en Barrancabermeja; 

entre 2003 y 2011, solo 4. 

La breve descripción de estos dos casos no agota su complejidad, 

de la cual nos ocuparemos en los próximos capítulos. Pero sí confir­

ma la tesis de Stahys Kalyvas (2001) en el sentido de que la violencia 

contra los no combatientes en un conflicto armado está regulada por 

este, y de que el uso de esa violencia se limita a los momentos de baja 

o nula disputa territorial. 

Con la información cuantitativa disponible, pudimos construir hi­
pótesis acerca de posibles vínculos entre violencia contra sindicalistas 

y conflicto armado, observando las concentraciones y los desplaza­
mientos geográficos y temporales, aspectos que analizaremos a pro­
fundidad en los apartes dedicados a cada de los cuatro períodos en que 
se divide nuestro estudio. 

Si bien la investigación se concentró en los casos de Fecode, la USO 

y los sindicatos bananeros de U rabá, el análisis inicial de las cifras y 

su distribución por departamentos y municipios nos permitió identi­
ficar otros casos significativos por el número de víctimas, así como la 
concentración en determinados sectores económicos y la articulació n 

entre esa violencia y la dinámica del conflicto armado. En el futuro, 
habrá que profundizar en esos casos. 

TABLA 4 

Homicidios de sindicalistas en Colombia por departamento, 1977-2011 

Dep~rtamento Homicidios % Homicidios 
del departamento 

Amazonas 3 º· 1 

Antioquia 1.295 45, 1 -
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Arauca 82 2,9 
-

Atlántico 53 1,8 

Bogota D. C. 48 1,7 

Bolivar 66 2,3 

Boyaca 20 0,7 

Caldas 43 1, 5 

Caquetá 34 1,1 

Casanare 14 0,5 

(auca 57 2,0 

Cesar 119 4,2 

Chocó 9 0,3 

Córdoba 90 3, 1 

Cundinamarca 25 0,9 

Guaviare 11 0,4 

Huila 15 0,5 

La Guajira 15 0,5 

Magdalena 101 3,5 

Meta 45 1,6 

Nariño 48 1,7 

Norte de Santander 79 2,8 

Putumayo 35 1,2 

Quindío 8 0,3 

Risaralda 54 1,9 

Santander 236 8,2 

Sucre 28 1,0 

Tolima 47 1,6 

Valle del Cauca 178 6,2 

Sin dato de departamento 12 0,4 

Total 2.870 100,0 

Fuente: Base de Datos de Derechos Humanos de la ENS. 
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Co1no se aprecia en la Tabla 4, entre 1977 y 2011 la violencia letal contra 

sindicalistas se concentró en 7 departamentos: Antioquia, Santander, 

Valle del Cauca, Cesar, Magdalena, Córdoba y Arauca. En ellos se pre­

sentaron 2; 101 homicidios, equivalentes al 73,2% del total de los repor­

tados por la ENS. Estos datos fueron complementados con la informa­

ción de los municipios que tuvieron 13 o más sindicalistas asesinados. 

En la Tabla 5 se observan los 33 municipios que se inscriben en esteran­

go, 16 de los cuales (entre ellos Bogotá) son capitales de departamento. 

En esos 33 municipios se presentaron 1. 799 homicidios de sindicalistas, 

que equivalen al 62,7% de los registrados entre 1977 y 2011. Dado que 

dichos municipios han sido escenario del conflicto armado, la identifi­

cación de los sindicatos y los sectores económicos más afectados por la 

violencia sugiere una agenda de investigación para el futuro, sobre otros 

casos en los que la victimización de trabajadores sindicalizados estuvo 

afectada por las acciones y estrategias de los actores armados. 

En Antioquia, además de Medellín y de los 4 municipios del eje bana­

nero de U rabá, pueden identificarse otros lugares y sectores económicos 
afectados por la violencia. En Bello, de los 15 sindicalistas asesinados, 
7 pertenecían a Adida y 1 a Fecode. En Puerto Nare fueron asesinados 
18 afiliados a sindica_tos cementeros. De los 18 casos registrados en San 
Roque, 7 corresponden a sindicatos cementeros y 6 a un sindicato de 
mineros. Si tenemos en _cuenta que en todo el país se reportaron 44 ho­
micidios de trabajadores afiliados a sindicatos cementeros, los ocurridos 
en Puerto N are y San Roque representan el 56,8%. En Segovia fueron 
asesinados 16 sindicalistas, 6 de ellos afiliados a sindicatos de la minería, 
4 a Adida y 5 al Sindicato de Trabajadores Oficiales de los Municipios 

del Departamento de Antioquia (Sintraofan). Estos datos sugieren que 
futuros estudios sobre la violencia contra los trabajadores de sindicatos 

cementeros y mineros podrían ayudar a comprender mejor la vincula­
ción entre -la victimización de sindicalistas y el conflicto armado, pues 
los municipios donde ocurrieron dichos asesinatos han sido impor tan­

tes escenarios de confrontación bélica. 
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En el caso de Santander, Bucaramanga registró 26 homicidios de 

sindicalistas, de los cuales 9 eran miembros del Sindicato de Educado­

res de Santander (SES), 3 de la uso y 3 del Sindicato de Trabajadores de 

la Electricidad de Colombia (Sintraelecol). En Puerto Wilches fueron 

asesinados 23 sindicalistas, 20 de ellos vinculados a la agroindustria de 

la palma. Las cifras de estos municipios, junto con las de Barrancaber­

meja, indican que en Santander fue recurrente la concentración de la 

victimización en esos tres sectores económicos. 

En cuanto al Valle del Cauca, Cali registró 69 homicidios de sindi­

calistas, de los cuales 22 pertenecían al Sindicato de Empresas Muni­

cipales de Cali (Sintraemcali) 7 y 17 al Sutev. Llama la atención el alto 

número de víctimas letales de Sintraemcali, especialmente entre 1998 

y 2004, lapso durante el cual el sindicato desarrolló una intensa cam­

paña contra la privatización ~e la :empresa y el Bloque Calima de las 

Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) se expandió hacia la capital 

y distintas zonas del departamento. 

En el Cesar, Valledupar registró 32 sindicalistas asesinados, de los 

cuales 13 eran miembros de la Asociación de Educadores del Cesar 

(Aducesar), filial de Fecode. En San Alberto fueron asesinados 31 sin­

dicalistas, de los cuales 30 estaban afiliados a sindicatos de la agroin­

dustria de la palma y del procesamiento de aceites. 

En el caso del Magdalena, en Ciénaga se presentaron 45 homicidios 

de sindicalistas, 34 de los cuales trabajaban en fincas bananeras y estaban 

afiliados a Sintrainagro. En la capital del departamento, Santa Marta, 22 

sindicalistas fueron asesinados, 8 de los cuales pertenecían a sindicatos 

del sector Educación; de ellos, 6 eran miembros del 'Sindicato de Educa­

dores del Magdalena (Edumag), filial de Fecode. También se registró el 

homicidio de 6 sindicalistas del sector Electricidad, gas y agua. 

En Montería, capital del departamento de Córdoba, 46 sindicalistas 

fueron asesinados, 35 de los cuales eran miembros de sindicatos del 

7. Un miembro de este sindkato fue asesinado en Florida (Valle del Cauca) en 2002. 
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sector Educación; de ellos, 22 pertenecían a la Asociación de Educa­

dores de Córdoba (Ademacor), filial de Fecode. 

En Arauca, capital del departamento homónimo, se presentaron 22 

homicidios de sindicalistas. De ellos, 11 eran afiliados a la Asociación 

de Educadores de Arauca (Asedar), 3 a la uso y 3 a la Asociación 
Nacional de Hospitales y Clínicas (Anthoc). En Tame, 20 sindicalistas 

fueron asesinados, 13 de ellos pertenecientes al sector Educación y 4, 
al sector Salud. En Saravena fueron asesinados 4 miembros de Asedar, 
4 de sindicatos del sector Electricidad, gas y agua y 2 del sector Salud. 

Esta descripción de la concentración de la violencia contra traba­
jadores sindicalizados en algunos departamentos y municipios de Co­
lombia confirma la pertinencia de la pregunta por la incidencia de la 
dinámica del conflicto armado en la victimización de los sindicalistas. 
La ampliación de la agenda investigativa permitirá identificar con ma­
yor rigor las tendencias en el orden nacional. 
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El período comprendido entre 1984 y 1990 está d.elimitado por dos 
importantes acontecimientos políticos: de un lado, las conversaciones 

de paz y la tregua pactada por la mayoría de los grupos guerrilleros con 
el gobierno de Belisario Betancur en 1984; de otro, las elecciones para 
la Asamblea Nacional Constituyente (ANC), celebradas en 1990. Dos 

coyunturas de apertura política en medio de las cuales, paradójicamen­
te, el país tendió hacia la 'polarización, el escalamiento del conflicto 
armado y la violencia contra periodistas, intelectuales, jueces, líderes y 
militantes de partidos políticos ·y organizaciones sociales y sindicales. 

Los acuerdos de tregua firmados en 1984 entre el gobierno y el M-19, 

el EPL y las FARC dieron inicio a la incursión de los grupos guerrilleros 

en la actividad política legal a través de distintas expresiones. :De los 

acuerdos con las FARC surgió, en 1985, la Unión Patriótica., que tuvo 
como soporte principal al Partido Comunista Colombiano (PCC), pero 

pretendió recoger tanto sectores de los partidos tradicionales como 

otros sectores de izquierda. Por su parte, el M-19 creó "campamentos 

de paz" en los barrios populares como estrategia organizativa para 

adelantar su acción política legal, y propició la creación de movimien­

tos políticos regionales. De igual forma, el EPL fundó en 1987 el Fren­

te Popular, una amplia organización legal con la cual buscaba superar 

los márgenes' estrechos y semiclandestinos en los que se desenvolvía 

el Partido Comunista de Colombia Marxista-Leninis~a (PCCM-L), su 

principal y único apoyo político organizativo hasta entonces. Incluso 

el ELN, que no firmó la tregua con el gobierno, respaldó e impulsó una 

organización legal, A Luchar, amplio frente social y político en el que 

confluían grupos maoístas, guevaristas y trotskistas. 
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Con la firma de los acuerdos de tregua, el gobierno de Beli sario 

Betancur abrió los procesos de negociación con la insurgencia armada 

Y aceptó la necesidad de hacer concesiones, pactos y transformaciones 

sociales y políticas. La agenda de negociación de las guerrillas incluía 

reformas políticas democráticas y propuestas de reforma agraria Y ur­

bana, así como la democratización de las Fuerzas Militares, el fin de la 

Doctrina de Seguridad Nacional y el respeto a los derechos humanos. 

El EPL, por ejemplo, propuso convocar una Asamblea Constituyente 

como mecanismo para promover una apertura del régimen político y 

medio adecuado para lograr tres propósitos: unas negociaciones firmes 

con la guerrilla, la eliminación del autoritarismo presidencialista, [de] la 

corrupción del Parlamento y, finalmente, el protagonismo popular en 

las decisiones y cambios requeridos (Villarraga y Plazas, 1994, 177). 

En 1984 la iniciativa de paz promovida por el presidente Betancur 

comenzó a perder respaldo político entre los partidos tradicionales, 

el Congreso de la República y los gremios empresariales, lo cual coin­

cidió con la acumulación de desavenencias con las Fuerzas Armadas. 

Al mismo tiempo, las guerrillas buscaban ampliar su protagonismo 

político en los diálogos de paz sin abandonar sus proyectos militares. 

Al amparo de las negociaciones, la Unión Patriótica y el Frente Po­

pular extendieron su presencia política a través de la participación en 

la primera elección popular de alcaldes, aprobada en 1986 y celebrada 

en 1988. La intervención de la UP permitió no solo consolidar la in­

fluencia tradicional del Partido Comunista en algunas regiones, sino 

ampliar su radio de acción a nuevos municipios y departamentos. Para 

el Frente Popular, la participación en las elecciones municipales sig­

nificaba dejar atrás una larga historia de abstencionismo beligerante 

promovido por el PCCM-L y el EPL. 

En muchas regiones, los frentes políticos surgidos de la negociación 

y la tregua buscaron integrarse a los movimientos cívicos, los cuales ha-
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bían desarrollado un importante proceso de organización y unificación 

de sus luchas en el plano nacional desde finales de los años setenta. 

Entre 1984 Y 1986 se constituyeron varias organizaciones sociales, en­

tre ellas la Asociación de Mujeres Campesinas e Indígenas (Anmucic), 

fundada en 1984; la Asociación Nacional de Usuarios del DRI (Andri), 

fundada en 19~5; el Con~ejo Nacional de Vivienda Popular (Conavip), 

surgido del Primer Congreso Unitario de Organizaciones Populares y 

de Vivienda, celebrado en 1985, y la Central Unitaria de Trabajadores 

(CUT), establecida en noviembre de 1986. Esta última representó, sin 

duda, el proceso de unidad de mayor importancia histórica. 

En la creación de la CUT convergieron varios de los esfuerzos por 

la unidad sindical que se habían fraguadq desde los años setenta. U na 

de sus principales impulsoras fue la Federación Colombiana de Edu­

cadores, que desde 1985 había promovido la centralización del mo­

vimiento sindical. El proceso estuvo acompañado por sectores de la 

Unión de Trabajadore~ de Colombia (UTc); la Confederación Sindical 

de Trabajadores de Colombia (CSTC), orientada por el PCC, y los secto­

res liberales de la Confederación .de Trabajadores de Colombia (CTc). 

El llamado sindicalismo independiente, influenciado por el PCCM-L, 

A Luchar y otros grupos maoísta:s, decidió abandonar su política de 

aislamiento y enfrentamiento con las centrales obreras para sumarse 

al proceso de conformación de la CUT, con lo cual se consiguió una 

mayor co0rdinación de acciones entre los sindicatos y otras organiza­

ciones sociales en diferentes espacios políticos nacionales y regionales. 

La conformación de frentes políticos de izquierda y la disposición 

de unidad de las organizaciones sociales estuvieron enormemente in­

fluenciadas por los diálogos de paz con las guerrillas. Para los mo­

vimientos sociales, esto significaba una oportunidad para lograr una 

mayor resonancia de sus demandas democráticas y reivindicativas, en 

la medida en que se abrían espacios de concertación sobre las refor­

mas que requería el país para superar el conflicto armado y ampliar los 

espacios de participación. 
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Tanto Fecode como la USO y los sindicatos bananeros de Urabá 
fueron protagonistas de primer orden en la fundación de la CUT. Cada 

uno buscó, a su modo, capitalizar las oportunidades que se les ofre­

cían en el contexto de las treguas, los diálogos con las guerrillas y la 

elección popular de alcaldes. Es fácil constatar que en ese período 

los sindicatos objeto de nuestra investigación se hicieron eco de las 

consignas de democratización política enarboladas por las guerrillas, 

mientras que las guerrillas hicieron suyas las reivindicaciones de los 
sindicatos. También que, en medio de esa fusión de demandas políti­

cas y laborales, los aparatos legales (Partido Comunista-Unión Patrió­
tica, Frente Popular, A Luchar y los movimientos políticos regionales 

propiciados por el M~l 9) llegaron a controlar la mayoría de las direc­
tivas sindicales y tenían plena incidencia en sus acciones. Sindicatos 
y aparatos políticos legales participaban por igual en huelgas, paros, 
manifestaciones, elecciones locales y eventos a favor de la Asamblea 
Nacional Constituyente. 

En la década de los ochenta, la Federación Colombiana de Edu­
cadores se convirtió en una de las principales y más dinámicas orga­
nizaciones sindicales del país. El logro de un Estatuto Docente que 
normalizó y reglamentó la profesión, acuerdo firmado con el gobier­
no nacional a finales de los años setenta, tras dos décadas de lucha, le 
permitió a la Federación consolidarse y dar importantes saltos cuali­

tativos en sus luchas, especialmente en su propuesta de impulsar una 
reforma democrática de la educación y la enseñanza. Para tal fin, creó 

en 1982 el Movimiento Pedagógico, una suerte de movimiento social 

de los educadores dirigido a transformar los contenidos, orientaciones 

y metodologías de la enseñanza y la educación. La iniciativa buscaba 

superar el corporativismo tradicional de los sindicatos, enriquecer el 

horizonte de lucha de los educadores y darle a Fecode una mayor pro­

yección social y política. La iniciativa del Movimiento Pedagógico de 

impulsar una reforma de la educación y la enseñanza se vio coronada 

con éxito en 1995, con la expedición de la Ley Genera] de E ducación, 
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fruto -~e la ne~o~iación ~n~re el gobierno nacional y Fecode. Esa Ley 
recog1o las principales reivindicaciones e iniciativas del Movimiento. 

La propuesta inicial ~el Movimiento Pedagógico fue formulada en 

1982 por sectores socialdemócratas distanciados de la izquierda radi­

cal y tradicional. Criticado en un comienzo por el PCCM-L y por fac­

ciones de A Luchar Y del Movimiento Obrero Independiente Revolu­

cionario (MOIR), que lo consideraban un proyecto de corte reformista 

que "apartaba al magisterio de la lucha revolucionaria", el Movimiento 

Pedagógico logró que sus tesis fueran acogidas por todos los sectores 

políticos. Esta iniciativa fortaleció a Fecode y a las organizaciones po­

líticas que actuaban en el magis.~erio y proyectó importantes liderazgos 

sociales y políticos, como lo .evidenciaron la elección de varios dirigen­

tes de los educadores a la Asamblea Nacional Constituyente _y su no­

toria presencia en el Congreso de _la República, fenómeno constante 

en los últimos años. Fecode se convirtió, a .. partir de ese momento, en 

la mayor cantera de votos de las organizaciones políticas surgidas en 

la tregua de 1984 y del conjunto de la izquierda. Cada voto depositado 

por los educadores para elegir a las directivas sindicales era un voto 

que se expresaba también en las elecciones de alcaldes, concejales, re­

presentantes a la Cámara y senadores. Por esta vía, los maestros, afi­

liados a Fecode empezaron a participar activamente en la disputa del 

poder local, regional y nacional. 

Sintagro, por su parte, fuertemente influenciado por el PCCM-L y el 

EPL, entre 1984 y 1985 capitalizó la tregua para ampliar el número de 

sus afiliados e institucionalizar las relaciones laborales mediante la fir­

ma de convenciones colectivas que garantizaron el reconocimiento de 

la organización sindical, así como importantes conquistas económicas. 

En este propósito fue secundado por Sintrabanano, cuya influencia 

provenía del PCC y de las FARC. El sindicalismo de Urabá fue clave en 

la conquista de las alcaldías locales por parte de la izquierda y aportó 

un gran caudal de votos en las elecciones al Congreso y a la Asamblea 

Nacional Constituyente. Además acompañó con fervor las protestas 
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nacionales convocadas en 1985, 1987 y 1988 por las centrales obreras 

y las fuerzas políticas de izquierda. 

Al mismo tiempo, la USO arreció sus accio~es con miras a obtener 

conquistas salariales para los trabajadores petroleros y se metió a fon­

do en la lucha por la nacionalización de los hidrocarburos y la revisión 

de los contratos de asociación suscritos con multinacionales. Se puso a 

la cabeza del paro del nororiente colombiano (1987) y de las marchas 

campesinas (1988), acontecimientos que movilizaron a más de un mi­
llón de personas en pos de una plataforma que incluía un punto rela­

tivo a la participación de las comunidades en las regalías derivadas de 

la explotación de petróleo. Estas consignas y acciones coincidían ple­

namente con las ideas y proyectos que impulsaban el ELN y A Luchar. 

Al finalizar la administración Betancur, las negociaciones y la tregua 
e habían deteriorado irremediablemente, en medio de mutuas recri­
minaciones entre los voceros del gobierno y los de la guerrilla. Con 
la toma del Palacio de Justiéia en noviembre de 1985 por parte de 
un comando del M-19 -que había decidido volver a la confrontación 
bélica en junio de ese . año- se con.sumó el fracaso de la política de 
paz del presidente Betancur. El EPL dejó las mesas de diálogo el 20 
de noviembre, luego del asesinato de su vocero, Óscar William Calvo, 

en una calle de Bogotá. Las FARC optaron por prolongar la tregua, en 
medio de la creciente confrontación militar con el Ejército, al tiempo 
que arreciaba la violencia contra líderes sociales y políticos de la UP. 

Tras el fracaso de este esfuerzo de negociación, el país entró en un 

proceso de escalamiento del conflicto armado, caracterizado por la 

expansión geográfica de los grupos guerrilleros y paran1ilitares. Las 

FARC, el ELN y el E PL pusieron en marcha una estra tegia de expansió n 
que consistió en dispersar su presencia, diversificar sus fuentes de fi­
nanciación y aumentar su influencia local. E n su Séptima Conferencú, 

celebrada en 1982, las FARC habían adoptado una estrategia de creci­
miento basada en el desdoblamiento de sus frentes, la cual p udiero n 
poner en práctica con gran libertad de movimiento porque n partir de 
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la tregua de 1984 la Fuerza Pública no tuvo la suficiente iniciativa para 

actuar (Echandía, 2006, 24). De la misma manera el ELN, en la Reu­

nión Nacional de Héroes· y Mártires de Anorí (1983), había tomado la 

decisión de desdoblar sus frentes. En cuanto al EPL, el XI Congreso 

del PCCM-L, celebrado en 1980, había decidido que, si bien el campo 

era el escenario de la lucha armada, esa guerrilla debía trasladarse de 

las zonas campesinas periféricas a zonas más importantes desde los 

puntos de vista económico y social (Agudelo, 2005, 51; Villarraga y 
Plazas, 1994, 160 ss.). Tras la ruptura de la tregua y el fracaso del Pa­

lacio de Justicia, el M-19 decidió concentrar sus acciones bélicas en los 

departamentos de Cauca, Valle del Cauca y Huila. 

La presencia guerrillera pasó de 173 municipios en 1985 a 437 en 

1991 (Echandía, 2006, 28). La escalada territorial obedecía también a 

un cambio en el carácter y la orientación de los proyectos políticos y 
militares de la subversión. De acuerdo con Daniel Pécaut, la guerrilla, 

de fenómeno crónico pero marginal, arraigado en la tradición de vio­
lencia y conflictos por la tierra, se transforma en componente de un 

'¡ 

proceso que, por primera vez, plantea como objetivo la lucha por el 
poder (Pécaut, 2006, 319). ' 

A la par que las guerrillas se expan~an, tenía lugar la fusión entre los 

narcotraficantes y los grupos de autodefensa campesina, que dio lugar 

a grandes estructuras paramilitares. Las autodefensas, que habían sido 

creadas legalmente, defendían sus territorios de agresiones pero no 

tenían vocación expapsionista: eran fenómenos. locales. Los grqpos 

paramilitares, en cambio, se conformaron como fuerzas irregulares 

ilegales, con vocación de expansión y, en principio, solo con actuación 

regional, con mandos centralizados y claros propósitos contr,ainsur­

gentes (Ávila, 2010, 93). 

Las primeras autodefensas fueron una respuesta al secuestro y la ex­

torsión de las guerrillas; más adelante, sus objedvos fueron cambiando. 
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Los primeros secuestros de las guerrillas se centraron en los viejos la­

tifundistas y ganaderos y más tarde en la nueva clase econórrúca sur­

gida del narcotráfico, pero después incluyeron al campesino medio Y 

a pequeños propietarios. Esto llevó a que la nueva clase econórrúca 

emergente conformara una serie de grupos privados de seguridad, 

financiados por el narcotráfico. Con la complacencia de sectores de 

las Fuerzas Militares y funcionarios del Estado, se inician una serie 

de acciones militares para enfrentar a las guerrillas. El :MAS (Muerte a 

Secuestradores) fue el primer grupo pararrúlitar fundado por narco­

traficantes (Ávila, 2010, 100). 

Los grupos paramilitares, que habían surgido como respuesta a las 

agresiones de la guerrilla, hicieron alianzas con sectores de las élites lo­

cales, con sectores de las Fuerzas Armadas y con narcotraficantes, to­

dos unidos en su oposición a la política de paz del gobierno Betancur. 

El balance del poder político local se vio amenazado. Había una po­
sibilidad real de que antiguos guerrilleros o candidatos de los fren­
tes políticos de izquierda con aprobación, respaldo o simpatías de la 
guerrilla - Unión Patriótica, Frente Popular y A Luchar, entre otros­
ganaran alcaldías y rompieran el monopolio local y regional de los 
partidos Liberal y Conservador, como resultado del proceso de paz, 
por un lado, y de la nueva estructura estatal que permitía_la elección 
de mandatarios municipales, por el otro (Romero, 2003, 227 ss.). 

Los grupos paramilitares reclutaron y entrenaron ejércitos de sicarios 

para asesinar a líderes políticos de la UP, el FP, A Luchar y el M-19, así 

como a jueces, periodistas, intelectuales, estudiantes, dirigentes socia­

les y sindicalistas. Las osadas acciones de los matones al servicio de 

narcotraficantes y paramilitares segaron la vida del ministro de Justicia 

Rodrigo Lara Bonilla, el 30 de abril de 1984, y de los candidatos presi­

denciales Jaime Pardo Leal (UP), el 11 de octubre de 1987; Luis Carlos 

Galán Sarmiento (Partido Llberal), el 11 de agosto de 1989; Bernardo 

Jaramillo Ossa (UP), el 22 de marzo de 1990, y Carlos Pizarra Leon-
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gómez (M-19), el 26 de ~bril de 1990. También apoyaron los atentados 

terroristas realizados por el grupo de narcotraficantes del cartel de 

Medellin, que se autodenominaba "Los Extraditables" (Romero, 2003, 

244; Pécaut, 2006, 401 ss). Igualmente perpetraron atentados terroris­

tas de gran magnitud, como el del avión de Avianca, en el que pere­

cieron 113 personas el 26 de noviembre de 1989, y el que destruyó las 

instalaciones del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), el 

6 de diciembre del mismo año. A finales de los ochenta, la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos advirtió sobre la presencia en 

el país de más de 60 grupos paramilitares (Ávila, 2010, 108). 

La espiral de violencia contra dirigentes y militantes de izquierda 

se concentró particularmente en la región de U rabá, en el Magdalena 

Medio y en los departamentos de Arauca, Meta y Cauca. La polariza­

ción militar y política restringió la actuación de los frentes políticos 

formados al amparo de la tregua, así como la disputa electoral por los 

poderes municipales. Lo mismo ocurrió con los movimientos sociales, 

que, junto al sindicalismo, hacían un gran esfuerzo por potenciar su 

labor a través de procesos de unidad. Los movimientos políticos y so­

ciales fueron señalados por las élites locales y los grupos paramilitares 

de ser parte de la estrategia de las guerrillas o estar infiltrados por ellas. 

Entre 1984 y 1990, con el reacomodo de las fuerzas políticas y de 

los grupos armados ilegales, el país presenció la tensión entre dos ten­

dencias: una, hacia la democratización de la vida local; otra, hacia la 

polarización política y militar. El crecimiento de los homicidios y otras 

acciones violentas contra los sindicalistas se inscribió en la estrategia 

de los sectores que propugnaban una salida bélica a los conflictos so­

ciales y políticos. Los datos de la Tabla 1 (p. 25) permiten afirmar que 

la escalada de violencia antisindical se inició a mediados de la década 

de los ochenta, cuando se disparó el número de homicidios: de 2 en 

1984 se pasó a 30 en 1985. En otras palabras, la escalada comenzó un 

año después de la firma de los acuerdos de tregua · con las guerrillas, 

lo que parece constituir un indicio de la respuesta a dichos pactos pot 
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parte de las élites regionales, que veían una amenaza en el avance de 

sindicatos y frentes políticos de izquierda surgidos de los acuerdos. 

En cuanto a la distribución tenitorial y sectorial de los homicidios de 

sinclicalistas durante este período, en las Tablas 6 y 7 se aprecia una alta 

concentración en el departamento de Antioquia y en el sector Agricultu­

ra, caza y pesca, lo que coincide con los sindicatos bananeros de Urabá. 

También en el departamento de Santander y el sector Minas y cante­

ras, lo que coincide con la USO. El sector Educación, particularmente 

Fecode, fue uno de los más afectados por la violencia durante el período 

1984-1990. Se observa también que el sector cementero, que no ha sido 
estudiado a fondo, presenta sin1jlares parámetros de victimización. 

TABLA 6 

Homicidios de sindical istas en Colombia por departamento, 1984-1990. 

Departamento Homicidios % Homicidios del departamento 

Amazonas o 0,0% 

Antioquia 207 54,1% 

Arauca 3 0,8% 

At lántico 2 0,5% 

Bogotá O. C. 6 1,6% 

Bolívar 1 0,3% 

Boyacá 2 0,5% 

Caldas 4 1,0% 

Caquetá 2 0,5% 

Casanare o 0,0% 

Cauca 9 2,4% 

Cesar 18 4,7% 

Chocó o 0,0% 

Córdoba 12 3,1% 

Cundinamarca 1 0,3% 
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Guaviare 3 0,8% 

Huila 2 0,5% 

La Guajira o 0,0% 

Magdalena 6 1,6% 

Meta 5 1,3% 

Nariño 1 0,3% 

Norte de Santander 3 0,8% 

Putumayo 1 0,3% 

Quindío 1 0,3% 

Risaralda 6 1,6% 

Santander 59 15,4% 

Sucre 2 0,5% ,, 

Tolima 2 0,5% 

Valle del Cauca 22 5,8% 

Sin dato de departamento 2 0,5% 

Total 382 100% 

Fuente: Base de datos de Derechos Humanos de la ENS. 

TABLA 7 

Homicidios de sindicalistas en Colombia por sector económico, 1984-1990. 

,,. ' ' ' 
Sector económico Homicidios ' .. Ofo Sector 

Agricultura, caza y pesca 175 45,8% 

Comercio 2 0,5% 

Construcción 2 0,5% 

Electricidad, agua y gas 16 4,2% 

Financiero 2 0,5% 

Industria manufacturera 46 12, 1% 

Minas y canteras 32 8,4% 

Servicios comunales y personales - educación 70 18,4% 

53 



51.1'-DICALlSMO ASESfNADO 

Serv1oos comunales y personales - empre~as 
5 1,3% 

entes terri toriales 

Servicios comunales y personales - judicial 2 0,5% 

Serv,aos comunales y personales - otro 14 3,7% 

Servicios comunales y personales - salud 3 0,8% 

Transporte. almacenamiento y comunicaciones 2 0,5% 

Actividad económica no especificada 7 1,8% 

Dirección confederaciones 4 1,0% 

Total 382 100% 

Fuente: Base de Datos de Derechos Humanos de la ENS. 

La Tabla 6 y el J\fapa 2 perm iten o bse rvar que entre 1984 y 1990 1a 
vicrimización letal de sindic:ilj sras se concentró en el departamento de 

Anrioquia, seguido mu~· de lejos po r Santander y Valle del Cauca. En 
estos 3 departamentos se rcgis rró el 75,3% de los homicidios de sindi­

calistas. D e los 207 casos presentados en Anrioquia, 137 ocurrieron en 
los 4 municipios del eje bananero y 26 en iVIedellin. E n cuanto a los 59 
homicidios perpetrados en Santander, 29 sucedieron en Barrancaber­

meja. E n otros municipios del Nfagdalena Medio también se registró 
un alto número de hornicidi.os: 8 en Puerto Nare (Magdalena Medio 

antioquefio) y 15 en San Alberto (sur de Cesar). En San Vicente de 
Chucurí (Santander) se presentaron 7 casos en 1985. 
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MAPA2 

Homicidios de sindicalistas en Colombia, 1984-1990. 
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Pode1nos afirmar, entonces, que entre 1984 y 1990 la violencia letaJ 

contra los sindicalistas se concentró territorialmente en la región de 
Urabá y en el Magdalena Medio. La escalada de la guerra insurgente y 

contrainsurgente en esas zonas del país coincidió con grandes movili­

zaciones sociales y con la victimización de líderes sociales y políticos 

de izquierda. Sin embargo, pueden establecerse algunas cliferencias en­

tre los dos procesos. 

La primera tiene que ver con el proceso de conformación de los 
sindicatos. Mientras que Sintagro y Sintrabanano recibieron el apoyo 

tanto de las organizaciones de izquierda como de las guerrillas del 
EPL y las FARC, la USO, que había surgido de las luchas autónomas de 
los obreros petroleros en las primeras décadas del siglo XX y registra­
ba una gran tradición de independencia, empezó a recibir el decidido 
respaldo de las nuevas corrientes de izquierda y de las organizaciones 
subversivas que asentaron sus frentes en el oriente del país. 

Esto nos remite a los modos de interferencia de las guerrillas so­
bre la actividad sindical. De un lado, la combinación de las formas 
de lucha legales e ikgales fue consentida por parte de las direcciones 
sindicales; del otro, las guerrillas pretendían, con su pretensión unila­
teral de apoyar a los sindicatos en sus conflictos, legitimar socialmente 
su actuación violenta. Abordaremos en detalle estos problemas en el 

siguiente capítulo. 

Para Sintagro y Sintrabanano, el centro del c:onflicto con los empre­

sarios y el Estado era la institucionalización de las relaciones laborales, 

que entonces se dirimían a través del denominado Código bananero. 

La adopción de este por parte de los trabajadores surgió de la débil 

presencia del Estado en la resolución de los conflictos, así com.o de la 
poca disponibilidad de los empresarios para negociar. En las prim.crns 

aplicaciones del Código, a comienzos de los años ochenta, los sindi­
catos presentaron sus pliegos con el apoyo de los grupos guerrilktüs 
(Cuadrado, 2003E). A través de la estrategia de co1nbinar todas bs 
formas de lucha, las FARC y .el EPL lograron apoyos in1portantes ~n-
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tre los trabajadores. Los dos sindicatos preponderantes en U rabá se 

beneficiaron de la asesoría y la presión militar ejercida por el PCCM-L 

y el EPL, en el caso de Sintagro, y por el PCC y las FARC, en el de Sin­

trabanano. 

Por su parte, la creación de la USO no tuvo-nada que ver con la in­

fluencia de las guerrillas. La convergencia se dio cuando varios de los 

objetivos políticos del sindicato armonizaron con los de los grupos 

subversivos, especialmente con los del ELN. Se trataba básicamente de 

las reivindicaciones por la soberanía minera, con énfasis en la nacio­

nalización de los recursos petroleros. En el marco de la polarización 

política y militar del Magdalena Medio, esas coincidencias contribuye­

ron a la estigmatización de la USO como una organización vinculada 

con la guerrilla, pretexto utilizado para justificar la violencia contra sus, 

miembros y deslegitimar sus reivindicaciones. 

Entre 1984 y 1990, los · sindicatos tuvieron un papel protagónico 
en la lucha política electoral y en las movilizaciones sociales de Urabá 

y el Magdalena Medio. Por ejemplo, la Unión Patriótica optuvo en 
1998, en alianza con el Frente Popular, la alcaldía de Apartadó. Los 

dos sindicatos bananeros tuvieron una activa participaron en paros 

cívicos y movilizaciones sociales. Esta participación social y política 

les permitió alcanzar una importante influencia en la región (Villarraga 

y Plazas, 1994, 205). 

Entre 1985 y 1987 los sindicatos bananeros y la Asociación de Agri­

cultores y Ganaderos de Urabá (Augura), que agrupa a los empresa­

rios de sector, lograron un paso importante en la institucionalización 

de las relaciones laborales mediante la firma de 127 convenciones co­

lectivas. Por su parte, el gobierno creó Oficinas de Trabajo en Turbo, 

Chigorodó y Apartadó. 

En 1987, los sindicatos bananeros y Augura lograron negociar de 

forma unificada un pliego de peticiones que cobijaba todas las fincas 

donde tenían presencia los primeros. La iniciativa, de Sintagro, fue 

secundada por Sintrabanano. Con esta negociación los trabajadores 
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bananeros obtuvieron estabilidad laboral, jornada de 8 horas, fueros 

sindicales, mejores condiciones salariales y soluciones de vivienda en 

las zonas urbanas. 

Pese a estos importantes avances en la institucionalización de las re­

laciones laborales, la polarización política y militar en la zona persistió. 

El 5 de marzo de 1988 la jefatura militar de U rabá impuso a los traba­

jadores el porte obligatorio de un carné. Esto provocó que Sintagro y 

Sintrabanano adelantaran un paro entre el 15 de septiembre y el 5 de 

octubre. En medio del cese de actividades, el EPL derribó un puente 

en la vía Medellin-Turbo a la altura de Currulao; a eso se sumaron al-
' 

gunas acciones armadas en los cascos urbanos de Turbo, N ecoclí, San 

Pedro de Urabá y Apartadó. Las milicias de las guerrillas destruyeron 

empacadoras, puentes de carreteras comunales y automóviles de las 

fincas bananeras, taponaron vías e hicieron agitación armada (Agude­

lo, 2005, 148; Correa, 2010E; Márquez, 2010E). 

En 1983 la uso participó, con 37 organizaciones sociales de Barran­

cabermeja (agrupadas bajo el nombre de Coordinadora Popular), en una 

serie de movilizaciones y paros cívicos con los que se exigía respuesta a 

las necesidades de la población, entre ellas vías, acueducto y otros ser­

vicios públicos. Entre 1987 y 1988 respaldó las grandes marchas cam­

pesinas del nororiente colombiano, uno de cuyos principales escenarios 

fue precisamente Barrancabermeja. En el marco de las acciones violen­

tas contra los líderes de estas movilizaciones fueron asesinados varios 

miembros de la USO, 2 en 19878 y 8 en 1988 (Vega y otros, 2009, 361). 

A principios de 1988 fueron asesinados Humberto Angulo Poveda 

y Manuel Gustavo Chacón. Este último, uno de los líderes más caris­

máticos del sindicato, era muy apreciado por los movimientos cívicos 

de la región, por lo cual su muerte provocó fuertes manifestaciones 

de protesta en Barrancabermeja. Ese año resultaría ser el de mayor 

8. La Base de Datos de la ENS solo registra el asesinato de l miembro de ta uso en 
1987. 
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número de asesinatos de afiliados a la uso entre 1986 y 1990, como 

puede apreciarse en la Tabla 8 y el Gráfico 3. 

TABLA 8 

Homicidios y violencia no letal contra sindicalistas de la ·uso, 1977-2011 . 

" ~' .. , 

, . 1',. TI' PO DE VlOLAClóN' . 
' " ,. ·''' ' ' . ' 

Afilo ' HOMI-
DETENCIÓN HOMICI- CIDIOS ATENTADO 

DESAPARI· 
DIOS ·(ENS) (OPPDH- AMENAZAS CON O SIN CIÓN 

ARBITRA· SECUESTRO TORTURA 
' " LESION~S RIA 
l ,,\ DIH) 

' 

1977 o o o o o o o 
1978 o o o o o o o 
1979 o o o o o o o 
1980 o o o o o o o 
1981 o o o o o o o 
1982 o o o o o o o 
1983 o o o O· o o o 
1984 o o o o o o o 
1985 o o o o o o o 
1986 o o o o o o o 
1987 1 o o o o o o 
1988 14 2 1 2 o o 1 

1989 5 o o o o o o 
1990 6 o o o o o o 
1991 17 o 2 o o o o 
1992 17 9 1 o 3 o o 
1,993 9 o o 1 1 o o 
1994 9 o o o 3 o o 
1995 5 o o o 1 o o 
1996 7 1 o o 9 o o 

1997 2 o o o 5 o o 
1998 3 . 17 3 o o 2 o 
1999 o 46 o o 14 o o 
2000 2 2 13 o 1 

2001 7 8 14 o 1 4 1 

2002 5 4 15 2 1 2 1 5 l 1 
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2003 1 1 18 10 o 13 1 o 
2004 3 3 11 o o 17 o o 
2005 o o 9 1 o o o o 
2006 1 1 4 1 1 o o o 
2007 o o 9 3 o 3 o 2 
2008 o o 30 o o 4 o o 
2009 1 1 9 2 o o o o 
2010 1 1 3 3 o o 5 o 
2011 o 18 o o 2 o o 
Total 116 21 228 29 7 82 20 5 

Fuentes: Bases de Datos de Derechos Humanos de la ENS y el OPPDHDIH. 

Gráfico 3 

Homicidios y violencia no letal contra sindicalistas de la USO, 1977-2011. 
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Fuentes: Bases de Datos de Derechos Humanos de la ENS y el OPPDHDIH. 

Un fenómeno similar ocurrió con los sindicatos bananeros de U rabá: 

el pico más alto de homicidios tuvo lugar en 1988: 39, con10 se aprecia 
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en la Tabla 9 y el Gráfico 4. Cabe anotar que la violencia letal contra 

sindicalistas del sector bananero había tenido su primera manifesta­

ción en 1979, con un asesinato en Ciénaga, Magdalena. En 1983 fue­

ron asesinados 2 miembros de Sintagro (1 en Turbo y 1 en Carepa); en 

1985, 9 miembros del mismo sindicato9 (8 en Turbo y 1 en Chigorodó) 

y 1 de Sintrabanano (en Apartadó). 

TABLA 9 

Homicidios y violencia no letal contra sindicalistas bananeros de Urabá, 1977-2011. 

•,, ,, t' ·, 
![ ~ .'FIPO DE,VIOLAélO~ . ..·• • o 

,t' 1 'l., '., ·•·' ' ., ;'• ' 
AÑO 

HOMI- f 
DETENCIÓN ~TENTADO 1 

HOMICI- CIDIOS 
AMENAZAS CON O SIN 

DESAPARI- ARBITRA- SECUESTRO TORTURA. 
DIOS (ENS) (OPPDH- CION '.' 

DIH) LESIONES RIA 

1977 o o o o o o o 
1978 o o o o o o o 
1979 o o o o o o o 
1980 o o o o o O· o 
1981 o o o o 1 o o 
1982 o o o o o o o, 
1983 2 o o 1 1 o 1 
1984 o o o o o o o 
1985 10 o o o o o 1 
1986 21 2 o 1 1 o o 
1987 29 o o o o o 1 
1988 39 2 o o 1 o o 
1989 20 o o 4 8 o 10 
1990 10 1 o o 3 o 3 
1991 6 o o 1 o o 2 
1992 53 1 o 2 1 1 o 
1993 152 2 3 ' o o o o 
1994 16 1 1 1 1 o o 

1 

1995 150 2 4 2 o o o 

9. Ese año fueron asesinados 2 miembros de Sintagro fuera de An tioquia (1 en 
Tibú, Norte de Santander, y otro en San Vicente de Chucurí, Santander). 
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1996 157 5 25 3 o o o -
1997 33 1 1 3 4 o o 

-
1998 , 3 o o o o o 
1999 2 o o o o o o 

-
2000 7 6 o o o o o o 
2001 2 2 o o o o o o 
2002 9 9 o o o o o o 
2003 o o o o o o o o 
2004 o o o o o o o o 
2005 o o o o o o o o 
2006 1 1 o o o o o o 
2007 o o o o o o o o 
2008 o o o o o o o o 

-
2009 o o o o o o o o 
2010 o o o o o o o o 
2011 3 o o o o o o 
Total 723 18 20 34 18 21 1 18 

Fuentes: Bases de Datos de Derechos Humanos de la ENS y el OPPDHDIH . 

Gráfico 4 

Homicidios y violencia no letal contra sindicalistas bananeros de Urabá, 1977- 2011 . 
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El 27 de octubre de 1988 tuvo lugar un paro cívico nacional con­

vocado por la CUT, la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos 

(ANUC), la Organización Nacional Indígena de Colombia (ONIC) y la 

Coordinadora de Movimientos Cívicos. Las guerrillas, para entonces 

unidas en la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar (CGSB), adelan­

taron acciones armadas durante la jornada, como gesto de "solidari­

dad". El paro no logró el impacto que se esperaba, pues las acciones 

de la CGSB propiciaron un ambiente de señalamiento que lo presentó 

como subversivo. Esto le dio la posibilidad al gobierno de reprimir la 

protesta social, especialmente en zonas donde había gran agitación, 

como Barrancabermeja y el eje bananero de Urabá. 

Tras el paro empezó el distanciamiento entre el movimiento sin­

dical y los grupos guerrilleros (Urrego y Gómez, 2000, 164). La tesis 

de la combinación de todas las formas de lucha comenzó a ser vista 

como una amenaza para la legitimidad de la movilización social y sin­

dical y la seguridad de sus líderes. El distanciamiento se profundizó a 

raíz de los acuerdos de paz de 1990 y la convocatoria a la Asamblea 

Nacional Constituyente. Las FARC, la mayoría del ELN y una minoría 

del EPL decidieron seguir en la guerra y no respaldar la Constituyente 

ni la nueva Constitución. Las demás guerrillas firmaron acuerdos de 

paz y decidieron hacer uso de las conquistas democráticas. Los sin­

dicatos, especialmente Fecode, que habían puesto una gran cuota de 

sacrificio en la lucha por la apertura democrática, se convirtieron en 

férreos defensores de la carta política, y aprovecharon el momento 

para aumentar su presencia en el Congreso. 

La CUT rechazó abiertamente las manifestaciones de solidaridad de 

las guerrillas y empezó a cuestionar la injerencia de estas en las orga­

nizaciones sindicales, al tiempo que esgrimía un programa de apertura 

democrática frente a la creciente polarización política y militar en que 

estaban empeñados los actores del conflicto. Según Héctor Fajardo, 

dirigente de la Confederación por aquel entonces: 

63 



SINDICALISMO ASESINADO 

La lucha sindical toma otras connotaciones a partir de las primeras 
desmovilizaciones de fuerzas guerrilleras en Colombia, la del M-19, el 
EPL, el Quintín Lame, etc. Este hecho representó un salto histórico 
en el movimiento sindical, en la lucha por la democracia; por ejem­
plo, la CUT decide meterle todo a la Constituyente de 1991 (Fajardo, 

2010E). 

En el incremento de la polarización política y la victimizacíón de tra­

bajadores sindicalizados se conjugaron dos procesos. De un lado la 

utilización, por parte de la guerrilla, de la movilización social para 

consolidar sus propósitos y estrategias políticas y militares; de otro, la 

reacción de las élites locales a la presencia guerrillera y la ampliación 
de las opciones políticas, que representaban una competencia por el 
poder local, en virtud de la celebración de la primera-elección popular 

de alcaldes. 

El hecho emblemático de la victimización sindical en U rabá fue la 
masacre de 20 trabajadores de las fincas Honduras y La Negra, mu­

nicipio de Turbo, perpetrada el 4 de marzo de 1988 por un grupo 
paramilitar del :Magdalena -.Medio ( OPPDHDIH, 2006, 30). De acuer­
do con la Co~sión-Interamericana de Derechos Humanos, algunos 
miembros del Ejército Nacional colaboraron para que los sicarios de 
la Asociación de Campesin9s y Ganaderos del Magdalena Medio (Ac­
degam) pudieran cometer el crimen (Interamerican Comissíon on Hu­
man Rights, 1993). 

Ent~e 1984 y 1990 fueron asesinados 70 sindicalistas del sector edu­
cativo, 63 de los _cuales hacían parte de sindicatos afiliados a Fecode, 
como se observa eri la Tabla 1 O. 
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TABLA 10 

Homicidios y violencia no letal contra miembros de sindicatos afiliados a Fecode, 1977-

2011. 

" \ ·: ,. :,''. .. ., .:: ': , \, TIPO, DE VIOLACIÓN ' ' . ' 

AÑO · · ATENTADO 6 
, HOMICIDIOS HOMICIDIOS AMENAZAS CON O 'SIN DESAPARI- DETE~CI N SECUESTRO TORTURA 

(ENS) (OPPDHDIH) LESIONES CION ARBITRARIA 

1977 O o o o o o o 
1978 O o o o o o o 
1979 O o o o o o o 
1980 O O , o o o o o 
1981 1 o o o o o o 
1982 O o o o o o o 
1983 1 o o o o o o 
1984 O o o o o o o 
1985 6 o ,o o o o o 
1986 4 o o o o o o 
1987 10 o o o o 
1988 21 3 3 o o o 
1989 14 3 o 2 o o o 
1990 8 o o ' 1 o o o 
1991 44 2 o o o 3 
1992 26 3 o 2 Q 5 
1993 14 o o 3 o o o 
1994 34 o 2 2 o o 3 
1995 25 o 3 o o 3 
1996 60 163 2 5 30 o 
1997 58 268 3 o 2 o o 
1998 38 174 3 o 
1999 33 292 2 2 6 4 o 
2000 5~ 63 17 o 2 4 8 
2001 71 72 42 9 5 4 9 o 
2002 93 92 16 3 4 5 o 
2003 49 54 178 2 · 3 7 4 o 
2004 44 46 313 o 5 11 
2005 42 26 182 43 3 
2006 36 35 127 2 4 2 2 
2007 24 18 127 o 2 1 4 o o 
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2008 18 20 236 2 -o 2 o o 
2009 20 14 189 2 1 o o o 
2010 28 19 238 4 3 o o o 
2011 14 158 2 1 o o o 
Total 889 459 2733 37 53 122 40 19 

Fuentes: Bases de Datos de Derechos Humanos de la ENS y el OPPDHDIH. 

Durante este período, la victimización de los miembros de los sindica­

tos afiliados a Fecode no se concentró -a diferencia de los casos de la 

USO y los trabajadores bananeros- en unas zonas déterminadas, como 

se puede observar en la Tabla 11 . Los departamentos de Antioquia, 

Santander, Valle del Cauca y Córdoba, en los que ocurría en ese mo­

mento un importante proceso de expansión de los grupos paramilita­

res, registraron la mayor cantidad de maestros asesinados. 

TABLA 11 

Homicidios de miembros de sindicatos afiliados a Fecode por departamento, 1984: 1990 . 

> 
. , 

% Homicidios-
Departamento . ·- Homicidios 

del departaménto· . 

Amazonas o 0,0% 

Antioquia 22 29,8% 

Arauca 2 3,5% 

Atlántico o 0,0% 

Bogotá D. C. 1 1,8% 

Bolívar o 0,0% 

Boyacá o 0,0% 

Caldas 1 1,8% 

Caquetá 2 1,8% 

Casanare o 0,0% 

Cauca 3 3,5% 

Cesar o 0,0% 
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Chocó o 0,0% 

Córdoba 6 10,5% 

Cundinamarca o 0,0% 

Guaviare 4 5,3% 

Huila 1 1,8% 

La Guajira o 0,0% 

Magdalena 3 5,3% 

Meta 1 1,8% 

Nariño o 0,0% 

Norte de Santander 1 1,8% 

Putumayo 1 1,8% 

Quindío o 0,0% 

Risaralda 4 7,0% 

Santander 6 10,5% 

Sucre 1 1,8% 

Tolima o 0,0% 

Valle del Cauca 6 10,5% 

Total 65 100% 

Fuente: Base de Datos de Derechos Humanos de la ENS. 

La victimización de los miembros de sindicatos afiliados a Fecode está 

relacionada con el papel protagónico que los maestros habían adquiri­

do tanto en las luchas sociales como en la contienda política electoral, 

en los ámbitos regional y nacional: la función formadora convierte a 

los docentes en líderes naturales en sus comunidades. A través de su 

incursión en la vida política municipal y nacional, el magisterio se con­

virtió en un fuerte competidor por el poder local y en una amenaza a 

la hegemonía política de las élites tradicionales. 

Un caso emblemático de la victimización de los educadores fue el 

del presidente de Ad.ida, Luis Felipe Vélez, asesinado el 25 de agosto 

de 1987 en la puerta de la sede del sindicato en Medellin. Además de 

haber sido dirigente del Frente Popular, era un destacado líder social 
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en la capital de Antioquia, y aspiraba a ser elegido a la Asamblea De­

partamental. Años después, Carlos Castaño dijo que la razón para el 

asesinato de Vélez había sido que este 

desde Medellin podía enviar grupos de 1 O ó 1 S hombres s~manal­
mente para que se alistaran en la guerrilla del EPL. Adoctrinaba a 
esos muchachos de los colegios Liceo Antioqueño Y Pascual Bravo. 
Él no murió por sindicalista, como lo hizo [SIC] ver la izquierda, la 
guerrilla y algunas ONG. Se murió por ser un señor de la guerra, que 
se escondía en un sindicato. Después de su ejecución, dije: "Muchos 
jóvenes de la ciudad y niños del campo se salvan de la muerte con la 

desaparición de este sinvergüenza" (Aranguren, 2001, 120) • 

Al asesinato de Luis Felipe Vélez le siguieron, un día después, los de 

Héctor Abad Gómez y Leonardo Betancur Taborda, profesores de la 

Universidad d~ Antioquia y miembros de su Asociación de Profesores 

(Asoprudea). Abad Gómez era, además, presidente del Comité Per­
manente de Derechos Humanos de Antioquia y miembro del Partido 

Liberal. Estos dos crímenes ocurrieron en la sede de Adida, donde se 

realizaba la velación de Vélez. El senador de la UP y también profesor 
de la Universidad de Antioquia, Pedro Luis Valencia, había sido ase­

sinado poco antes, el 14 de agosto. Carlos Castaño lo acusaba de in­

tervenir, desde Medellin, en operativos de las FARC (Aranguren, 2001, 

121). Ese año fueron asesinados otros 4 profesores de la Universidad 
de Antioquia, miembros de Asoprudea. 

En estos homicidios se hizo patente una de las tendencias de la vic­

timización del sector educativo. Los grupos paramilitares buscaban eli­

minar e intimidar a los opositores políticos y a los líderes sociales en 

vísperas de la primera elección popular de alcaldes. En el Gráfico S pue­

de observarse que en 1988 ocurrió el mayor número de asesinatos de 

maestros afiliados a Fecode durante el período 1984-1990. Al igual que 
en los casos de Sintagro, Sintrabanano y la USO, la victim.ización de los 

maestros estuvo asociada a la movilización sindical, a la intervención en 
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protestas ciudadanas y, en especial, a la participación en la competencia 

por los Concejos Municipales y las Asambleas Departamentales. 

Gráfico 5 

Homicidios y violencia no letal contra miembros de sindicatos afiliados a Fecode, 1977-2011. 
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Fuentes: Bases de datos de Derechos Humanos de la ENS y el OPPDHDIH. 

En la dinámica de victimización de trabajadores sindicalizados entre 

1984 y 1990 se destaca también la industria cementera.1° Como se 

aprecia en la Tabla 12,. en ese lapso se presenta(on 20 asesinatos, 8 de 

ellos en el municipio de Puerto Nare, Magdalena Medio antioqueño: 

6 afiliados al Sindicato U nitariQ de Trabajadores de la Construcción 

(Sutimac) y 2, al Sindicato de Trabajadores de Cementos del Nare S. 

A. (Sintracenare). 

10. Es de anotar que entre 1977 y 1985 no se registraron víctimas mortales ~n dicha 

industria. 
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TABLA 12 

Homicidios y violencia no letal contra sindicalistas cementeros, 1977-2011 . 

-Tipo de violación 

Año Atentado . Desap:~tí-
-

Hom_icidio Homicidio · Amenaza eón o sin- Detención 
Secuestro 

·(ENS) (OPPl>HDIH) ' lesigne_s - ción arbitraria Tortura 
_, 

" 
,. ·-.~ ' ., t . ., .. , -

1977 o o o o o o o 
-

1978 o o o o o o o 
-

1979 o o o o o o o 
-

1980 o o o o o o o 
-

1981 o o o o o o o 
-

1982 o o o o o o o 
-

1983 o o o o o o o 
1984 o o o o o o o 
1985 o o o o o o o 
1986 2 1 o o 1 o o 
1987 5 1 o 2 1 o o 
1988 9 1 2 4 o o 1 

1989 4 1 o o o o o 
1990 o o o o o o o 
1991 5 o o 1 o o 1 

1992 3 o 2 o o o o 
1993 1 o o o o o o 
1994 1 o o - o o o o 
1995 1 o o o o o o 
1996 1 o o o 1 o o 
1997 2 o o o 1 o o 
1998 1 o o o o o o 
1999 o o o o o o o 
2000 3 o 30 o o 1 1 o 

2001 1 2 o 2 o o 1 o 
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2002 1 1 1 1 o o o o 

2003 1 1 o o o o o o 

2004 2 2 2 o o o o o 

2005 o o o o 1 o o o 

2006 1 o o o o o o 1 

2007 o o o o o o o o 

2008 o o o 1 o o o o 

2009 o o o o o o o o 

2010 o o o o o o o o 

2011 o o o o o o o 

Total 44 6 37 8 8 5 2 3 

Fuentes: Bases de Datos de Derechos Humanos de la ENS y el OPPDHDIH. 

El caso más representativo de la violencia contra el sindicalismo en 

el sector cementero fue el de Julio César Uribe, dirigente de Sutimac 

y concejal de Puerto Nare por la UP, asesinado por el NIAS el 8 de 

diciembre de 1986 (Arango, 1992, 333-342). Esta muerte marcó el co­

mienzo de una oleada de violencia contra los trabajadores del sector, 

que no estuvo desvinculada del conflicto laboral. En octubre de 1986 

el gerente de Cementos del Nare, Germán Freud, les había dicho a los 

trabajadores de la empresa que, en un mitin, exigían el c;:umplimiento 

de la convención colectiva: "Rían ahora, que después del 5 de diciem­

bre de este año llorarán" (Human Rights, 2000). 

Para concluir este capítulo, podemos decir que el inicio de la victi­

mización sindical estuvo asociado a la polarización política y n1ilitar 

que se presentó en el país entre 1984 y 1990 y que se ex tendió con la 

dinámica geográfica del enfrentamiento entre las guerrillas y la Fuerz:l 

Pública y entre las guerrillas y los paramilitares. Sü1 embargo, la vio len­

cia también se manifestó en las ciudades, especialmente contrn los sin­

dicalistas que eran señalados de pertenecer n las guerrillas o apoyarlas. 
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La polarización política y militar se retroalimentó con la radicaliza­

ción de los conflictos laborales y sociales y la competencia electoral 

por el poder local. Las élites políticas y empresariales, en asocio con 

miembros de la Fuerza Pública y con los grupos paramilitares, adelan­

taron una acción generalizada y sistemática de exterminio de dirigen­

tes sindicales. El objetivo era cobrarles su participación en las luchas 

laborales y políticas al lado de expresiones legales de las guerrillas, en 

el marco de las negociaciones de paz y la búsqueda de una apertura 

democrática. 

Frente a la polarización y el escalamiento del conflicto armado, la 

gran apuesta del Estado fue la convocatoria a una Asamblea Nacional 

Constituyente, en la que participaron varios de los grupos guerrilleros 

que se habían integrado a la vida legal del país. Para los movimientos so­

ciales y el sindicalistl!o, la ANC también significó una nueva oportunidad. 
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El segundo período se inicia en 1991, con la instalación de la Asam­

blea Nacional Constituyente, y se cierra en 1997, con la creación de 
las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC). Durante estos años, el 

país transitó entre las expectativas de democratización creadas por la 
Constitución de 1991 y la escalada del conflicto armado debida a la 
expansión de las autod,efe~sas en el norte del territorio y el fortale­

cimiento de las FARC en .el' sur. En su mayoría, el sindicalismo se la 

jugó por la Constituyente y.ganó mucho; sin embargo, también tuvo 
bastantes frustraciones en s~s expe~tativas de participación decisoria 

en la formulación y defirución de l~s políticas públicas. 

Con la Constituyente se abrieron posibilidades de dar. una nueva 

legitimidad al Estado y redefinir el pacto social y político que lo soste­

nía. En tanto salida a la crisis, fa Asamblea significaba para los sectores 

reformistas del establecimiento la formulación de un nuevo marco 

constitucional surgido de un pacto social y político que le devolviera 

el monopolio de las armas al Estado y propici~ra una nueva relación 

entre este, los actores sociales y los partidos políticos. , 
' 

La Constituyente se convirtió para el M-1,9, el EPL y el Quintín Lame 

en el escenari0 principal de su proceso de incorporación a la vida polí­

tica legal, luego de los acuerdos de paz firmados con la~ administracio­

nes de Virgilio Bar~o y César Gaviria en 1990 y 1991, respectivamente. 

Al firmar la paz con el gobierno Barco ·en marzo de 1990, el M-19 

había propuesto una reforma constitucional para superar la crisis que 

vivía el país e integrar los grup~s in~q.rgentes a la vida política institu­

cional. Por su parte el EPL, desde 1985, había propuesto la realización 

73 



SINDICALISMO ASESINADO 

de una Asamblea Nacional Constituyente. Además, con la caída estre­

pitosa en Europa oriental de los llamados regímenes de "socialismo 

real", que había comenzado en 1989, las guerrillas colombianas habían 

perdido argumentos para justificar la continuación de la lucha armada. 

Del mismo modo, para las organizaciones sociales populares y para 

el sindicalismo la Constituyente significaba la oportunidad de saltar a 

la escena nacional y elevar al plano constitucional una serie de deman­

das por las cuales habían luchado sin mucho éxito durante la década 

anterior. Además, su participación se traducía en una relegitimación 

ante la opinión pública, pues volvían a presentarse como actores de la 

construcción de la democracia y la paz. 

A la Asamblea Nacional Constituyente concurrió un amplio es­

pectro de fuerzas políticas que expresaban la pluralidad y diversidad 

nacionales, como lo demostró la participación de organizaciones indí­
genas, religiosas y sindicales, movimientos guerrilleros desmovilizados 

(M-19, EPL, Partido Revolucionario de los Trabajadores, Movimiento 

Quintín Lame) y sectores de izquierda, así como representantes de 

los partidos tradicionales y de movimientos políticos que se habían 

desprendido de ellos. 

Escenario de reconciliación, la ANC tuvo dos representantes deJ 

EPL, con voz y voto, y un representante del PRT y el Quintín Lame, 

con voz, pero sin voto. Por su parte el M-19, luego de la firma de los 

acuerdos de paz, se unió con otras organizaciones de izquierda y con 

sectores liberales y conservadores para formar la Alianza D emocráti­

ca M-19 (AD-Ml 9), eón la que obtuvo una significativa vo tación en los 

comicios presidenciales de 1990: 12,5% de los electores la apoyaron, 

luego de una traumática campaña en la que fue asesinado su mú.x.imo 

líder y candidato presidencial, Carlos Pizarro Leongóme7.. En las dcc­

ciones para la Asamblea N acional Constituyente, la f\D - 1\1 l 9 obtuVt' 

el 27% de los sufragios. Estas votaciones, sin precedentes en h his­

toria de la izquierda colombiana, fuero n el rcsu lt:tdo dd rL'pudio Lk 
un importante sector de la opi11ión púb lica a los mag-nicidios Lk los 
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candidatos presidenciales de izquierda, así como un reconocimiento a 

la decisión del M-19 de acogerse sin ambigüedades a la vía democrática 

y abandonar de manera definitiva la lucha armada. 

A través de la AD-Ml 9, varios dirigentes sindicales fueron elegidos 

como constituyentes: Abel Rodríguez, ex presidente de Fecode y figu­
ra destacada de los sectores socialdemócratas; Angelino Garzón, fiscal 

de la CUT y ex directivo nacional del Partido Comunista, y Germán 

Toro, quien antes de las elecciones a la ANC era presidente de Fecode 

y militaba en el Frente Popular. También fueron elegidos Aída Avella, 

destacada dirigente de los trabajadores estatales y militante de la UP, y 

Tulio Cuevas, ex directivo ,de la UTC, quien hizo parte de la lista del Mo­

vimiento de Salvación Nacional dirigido por Álvaro Gómez Hurtado. 

La destacada presencia de sindicalistas y sectores de izquierda en la 

Asamblea facilitó la introquc~ión ·de una amplia gama de derechos fun-
1 ' 

damentales, incluidos los laborales, en la- nueva carta constitucional. Así 

mismo, posibilitó que se le ordenara al Congreso de la República la ex­

pedición de un Estatuto del Trabajo regido por principios favorables a 

los trabajadores (artíc~o 53). Además, la Constitución dispuso el esta­

blecimiento de una comisión permanente, integrada por el gobierno, los 

empresarios y las centrales obreras, para f or~entar las buenas relaciones 

laborales, contribuir a la solución de los conflictos colectivos de trabajo 

y concertar las políticas salariales y laborales (artículo 56). 

Adicionalmente, gracias a la participación de dirigentes sindicales 

del magisterio en la Asamblea, en la nueva Constitución se incluyó 

el derecho a la educación (artículo 67) y se p.probó la circunscripción 

nacional para el Senado (artículo 171 ), una vieja aspiración de Fecode 

que a la postre resultó muy favorable, desde el punto de vista electoral, 

para los educadores. 

Los vientos de apertura política derivados de la Constitución de 1991 

permitieron a antiguos militantes del EPL, con gran influencia en la re­

gión de Urabá, hacer el tránsito a la vida civil y legal, y a los sindicatos 
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bananeros, disponer de mejores condiciones para negociar con los em­
presarios e incursionar en la lucha electoral por el poder político regio­
nal (Cuadrado, 2003E). Por su parte la uso, algunas de cuyas tendencias 
políticas habían apoyado listas a la ANC, no logró que se elevara a rango 
constitucional la soberanía nacional sobre los recursos mineros, y en 
1991 y 1992 sufrió el incremento de la violencia contra sus afiliados. 

Pese a los esfuerzos emprendidos por el gobierno de César Gaviria 

Y por la propia Asamblea Constituyente para integrar a todos los ac­
tores guerrilleros, las FARC y el ELN rechazaron y condenaron la con­
vocatoria. No fue posible la negociación de paz con la Coordinadora 
Guerrillera Simón Bolívar (conformada entonces por las FARC, el ELN 

y un sector minoritario del EPL). Las conversaciones, que se adelanta­
ron entre 1991 y 1992, no llegaron a ningún lado. Las FARC y el ELN 

desconfiaban de un acuerdo con el gobierno, especialmente después 
del exterminio de la UP, y decidieron apostarle de nuevo a la guerra. 

Por el contrario, algunos sectores del narcotráfico y el paramilitaris­
mo tuvieron injerencia en la Constituyente y lograron que se prohi­
biera la extradición de nacionales colombianos. El gobierno, entonces, 
expidió una legislación de sometimiento a la justicia consistente en 
la reducción de penas a cambio de confesión V?luntaria de delitos, 
a la cual se acogieron Pablo Escobar y los principales miembros de 

la cúpula del cartel de Medellin. También se sometieron a la justicia 

tres grupos paramilitares, que hicieron dejación de armas y desmovi­
lización de sus efectivos: el de Ariel Otero, en Puerto Boyacá; el de 

Gonzalo Rodríguez Gacha, en Pacho (Cundinamarca), y el de Fidel 

Castafío, denominado Los Tangueros, con gran influencia en Córdoba 

y Urabá (Ávila, 2010a, 111). 

Las FARC y el ELN replante~ron sus estrategias de guerra, acudiendo 

a una intensificación del secuestro y la extorsión, y se encaminaron a 

construir ejércitos guerrilleros. Para alcanzar ese propósito, las Ff\RC 
y en menor medida el ELN, decidieron poner a su servicio d narcotr1-
fico e incluso la delincuencia común. 
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En julio de 1992, tras la fuga de Pablo Escobar de la cárcel de La 
Catedral, se reanudó la persecución contra el cartel de Medellin. Esa 

guerra significó un gran despliegue de fuetza del Estado, que incluyó 

la alianza con sectores del narcotráfico organizados alrededor de los 

llamados Pepes (Perseguidos por Pablo Escobar). La persecución con­

cluyó el 2 de diciembre de 1993 con la muerte, a manos de la Policía, 

del más célebre de los mafiosos del mundo en los últimos 50 años. 

Tanto la ruptura de negociaciones con la CGSB como la derrota del 

cartel de Medellin repei;cutieron en la redefinición de fa.s estrategias 

de acción de los grupos paramilitares, que a partir de ese momento 

abandonaron su acción y su visión locales y proyectaron su expansión 

a todo el país. En ese proceso aprovecharon la experiencia acumula­

da por las Autodefensas C~rripesinas ·de Córdoba y Urabá (ACCU), el 
' ' ' 

MAS y Acdegam en el Magdalena, y los Pepes en Medellin (Valencia, 
2009a, 151). 

Entre 1991 y 1997, la motivación política de los pararpilitares siguió 

siendo la misma del período anterior. Pe~o ante las dimensiones de los 

cambios introducidos por la Constitución de 1991 y el avance de los 

sectores democráticos y de izquierda, sus reacciones políticas_ y milita-

res adquirieron mayor en\;ergadura. 1 • 

Entre 1984 y 1990, el papel político de los paramilitares había sido 

el de oponerse a posibles acuerdos de paz con las guerrillas y contener 

el ascenso · de la movilización social y el avance de la izquierda en el 

poder municipal. Expedida la Cons~tución de ~ 991, el impulso po­

lítico de la acción paramilitar, especialmente tras la muerte de Pablo 

Escobar, fue una reacción a la nueva c~rta política. Esta legitimaba 

los programas y la actvación de los grupos de izquierda democrática 

surgidos de los acuerdos de paz, a 'la vez que buscaba proteger a las 

minorías políticas y étnicas de la hegemonía de lqs partidos tradiciona­

les. En esa medida, la reacción de las , élites locales no se hizo esperar, 

y sus acciones volvieron a orientarse a l,a competencia violenta por el 

poder local y contra la movilización social. Eso explica el prnceso de 
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centralización política y militar que, en el plano regional, iniciaron los 

grupos paramilitares después de 1993, con miras a enfrentar simultá­

neamente a las guerrillas y a los movimientos sociales (Romero, 2003, 

32 y 41; Ávila, 2010, 118). 

También las FARC y el E LN arreciaron sus acciones bélicas tras la 

expedición de la carta de 1991, procurando copar los territorios en 

los que habían operado las guerrillas desmovilizadas. El gobierno de 

César Gaviria, tras la ruptura de negociaciones con la CGSB en junio de 

1993, decretó el Estado de Conmoción Interior y puso en marcha una 

estrategia de "guerra integral" que prometía derrotar a la guerrilla en 

18 meses, contados a partir de noviembre de ese año. El campamento 

de Casa Verde, emblemático para las FARC, fue tomado y destruido 

por el Ejército. 

En medio de la polarización quedó, sin embargo, un pequeño es­

pacio para la negociación. Entre 1993 y 1994, este se concretó en 

los acuerdos de paz con la Corriente de Renovación Socialista ( CRS, 

disidencia del ELN), algunas milicias urbanas de Medellin y el destaca­

mento Francisco Garnica del EPL. 

El clima político creado por la nueva Constitución, la incorporación 

del M-_1 9 y el EPL a la vida política legal y el proceso de expansión del 

paramilitarismo tuvieron gran incidencia en los sindicatos bananeros y 

en su victimización. El período comprendido entre 1991 y 1996 mar­

có el punto más alto en el hlstorial de violencia contra los trabajadores 

del .sector. 

En 1989, Sintagro y Sintrabanano se unificaron en Sintrainagro, que 

en 1990 agrupaba 14. 900 trabajadores. E l 70% de ellos estaba bajo la 

influencia de E speranza, Paz y Libertad (antiguo EPL), y el res tante 

30% secundaba a la Unión Patrió tica (Suárez, 2007, l 44). E l clima en 

la región se fue deteriorando como consecuencia de los agudos en­

frentamientos entre la Unión Patrió tica y Esperanza, Paz y l j bcrtad. 

Las FARC y los sectores del EPL que no se había n acogido a.l proceso 
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de paz presionaban la radicalización de los conflictos laborales y arre­

ciaban sus críticas contra los dirigentes sindicales de Esperanza, Paz Y 

Libertad, a los cuales calificaban de traidores y reformistas. 

La victimización de los obreros bananeros que aconteció entre 1991 

y 1994 es un fenómeno único en la historia del sindicalismo en Co­
lombia: un gran número de los homicidios tuvieron que ver con el en­

frentamiento entre los sectores sindicales influenciados por las FARC 

y los que seguían las orientaciones del desmovilizado EPL, en proceso 

de incorporación a la vida civil y legal. La disidencia del EPL que había 

negociado con el gobierno arremetió en 1992, con el respaldo de las 

FARC, contra sus antiguos compañeros de armas. La respuesta de ellos, 

sin el consentimiento explícito de Esperanza, Paz y Libertad, fue la 

conformación de los llamados Comandos Populares, grupos armados 

que en principio buscaban defenderse de las violentas agresiones de la 

disidencia (Torres, 2010E; Márquez, 2010E). 

En 1992, la UP logró consolidar y aumentar su presencia en los go­

biernos municipales de la región de U rabá, al pasar de 4 a 6 alcaldías, 

entre ellas las de Turbo, Apar·tadó y Chigorodó. Entre tanto, Espe­

ranza, Paz y Libertad no lograba capitalizar electoralmente su gran 

influencia sindical, y no consiguió ninguna alcaldía (Agudelo, 2005; 

Correa, 2010E). 

Tras la ruptura de las negociaciones con el gob~erno, las FARC consi~. 

deraron que estaban dadas las condiciones para imponer su hegemonía 

político-militar en la zona (Correa, 2010E). Para tal fin se aliaron con 

la disidencia del EPL e iniciaron una ofensiva contra Esperanza, Paz y 

Llbertad, argumentando que se trataba de traidores a la revolución. Las 

consecuencias del enfrentamiento no se hicieron esperar: en U rabá, los 

asesinatos de obreros bananeros pasaron de 53 en 1992 a 152 en 1993. 

Dos acontecimientos ilustran el grado que alcanzó la confronta­

ción entre las tendencias políticas dentro del sindicato bananero. El 

28 de enero de 1993, en Apartadó, fue secuestrado y asesinado por 

la disidencia del EPL Alirio Guevara, vicepresidente de Sintrainagro, 
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1niembro de la junta directiva nacional de la CUT y militante de Es­

peranza, Paz y Libertad. En retaliación, el 26 de febrero siguiente los 

Comandos Populares dieron muerte en Medellin a O liverio Malina, 

secretario general de Sintrainagro y militante de la UP, cuando asistía a 

una junta nacional de la CUT. 

En 1993 se abtió un debate en el sindicato sobre la posición que de­

bía asmnirse frente a la crisis mundial del sector bananero. En el plano 

internacional se presentaba una sobreoferta de banano y en el plano 

nacional, una política cambiaria que desfavorecía a los exportadores. La 

corriente sindical identificada con Esperanza, Paz y Libertad, mayori­

taria en Sintrainagro, apoyaba la concertación y la cooperación con los 

ernpresarios. Para los líderes de la corriente sindical orientada por la UP, 

por el contrario, esa concertación llevaría a la desaparición del sindicato 

(Agudelo, 2005; Correa, 2010E; Nfárquez, 2010E; Torres, 2010E). 

Ante la escalada de violencia se logró, con la intervención de la 

Iglesia católica, un acuerdo entre las partes para impedir que las elec­

ciones de alcaldes y concejales que se celebrarían en 1994 agravaran la 

confrontación. El acuerdo, que consistía en presentar un solo candi­

dato a la alcaldia de Apartadó, permitió la elección de Gloria Cuartas. 

La conciliación redujo notoriamente el número de homicidios, que 

pasaron de 153 en 1993 a 16 en 1994. La reducción de la victimización 

también se explica por el hecho de que en ese momento las FARC se 

encontraban en una aguda confrontación con los paramilitares en el 
norte de U rabá. 

Las elecciones municipales y departamentales de 1994 transforma­

ron la correlación de fuerzas entre Esperanza, Paz y Libertad ( que 

se presentó con el aval de la AD-M19) y la UP en la región bananera. 

Esperanza, Paz y Libertad pasó de 6 a 9 curules en los Concejos de 

la región; la UP, que no consiguió ninguna alc;aldia, pasó de 16 a 12 

concejales. De esta forma, dejó de ser la fuerza mayoritaria en los 
Concejos del eje bananero. 
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Las muertes de sindicalistas disminuyeron temporalmente, el sin­

dicato entró en una era de concertación con los empresarios y Espe­

ranza, Paz y Libertad consolidó su hegemonía en la dirección sindical 

y amplió su presencia en Urabá con el consentimiento de los para­

militares comandados por Carlos Castaño. Pero la victimización de 

las organizaciones sociales y políticas de la región no cesó. Castaño 

continuó en la tarea de construir allí un modelo de control político 

que se pudiera exportar a otras partes del país. Es~ modelo alcanzó 

su mayor desarrollo entre 1996, cuando llegó a la zona el general Rito 

Alejo Delgado, y 1998. En la gobernación de Antioquia se encontraba 

Álvaro Uribe Vélez. De acuerdo con el Observatorio de Derechos 

Humanos de la Vicepresidencia de la República, en U rabá ·ocurrieron 

1. 4 56 homicidios en 19_96, y 808 en 1997. Ese año fueron fundadas, en 

una finca de la región, las Autodefensa~ Unidas de Córdoba y U ral;>á. 

Al año siguiente se formaron las Autodefensas Unidas de Colombia y 

se inició la gran expansión paramilitar por todo el país. 

Miremos ahora qué pasó en la USO durante los primeros añ~s de este 

período. En 1991 y 1992 se re~str? el mayor número de asesinatos de 

afiliados entre 1284 y 2006. De los 17 homicidios de 1991, 16 se presen­

taron en Barrancabermeja y 1 en Yondó, Magdalena Medio antioqueño. 

Los crímenes ocurrieron en momentos en que la USO y Ecopetrol ade­

lantaban la negociación de una nueva convención colectiva, negociación 

que incluyó la realización de una huelga. Entre tanto, el ELN intensifica­

ba los atentados contra el oleoducto Caño Lirnón-Coveñas y la extor­

sión a las compañías petroleras. U no de los casos más significativos de 

1991 fue el de Alirio Bermúdez, afiliado a la USO y concejal de Yondó 

por la UP, asesinado el 9 de febrero en ese municipio. 

En 1992 hubo 17 asesinatos, de los cuales 16 ocurrieron en Ba­

rrancabermeja y 1 en Puerto Berrío, Magdalena Medio antioqueño. 

Ese año apareció el grupo paramilitar Comando Urbano Ariel O tero. 

Este, que señalaba a la uso de ser el brazo sindical de la Coordinadora 
Nacional Guerrillera; amenazó a través de volantes con ' 'asesinar a 3 
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miembros de la Coordinadora Popular de Barrancabermeja (CPB) y a 3 

de la Unión Sindical Obrera -USO-, por cada acción terrorista contra 

Ecopetrol". 

La estigmatización de la USO, que venía de la segunda mitad de la 

década de 1980, siguió siendo utilizada para asociar el conflicto laboral 

y la participación en la competencia política electoral con la acción 

bélica de las guerrillas, especialmente los atentados contra la infraes­

tructura petrolera. 

La victimización letal de los trabajadores petroleros que se presentó 

en 1991 y 1992 no correspondió, cotl).o en Urabá, a una intensifica­

ción de la disputa territorial entre paramilitares y guerrillas, sino a una 

ofensiva contra la uso, en medio del c·onflicto laboral con Ecopetrol. 

En el período 1991-1996 fue notorio el incremento de los conflictos 

laborales, derivado de las políticas económicas y sociales que acompa­

ñaron la apertura económica. Du~ante el gobierno de César Gaviria 

se expidieron varias leyes que afectaron profundamente el mundo del 

trabajo. En especial la Ley 50 de-1990, que flexibilizó el mercado la­

boral, y la Ley 100 de 1993, que privatizó en buena medida el sistema 

de seguridad social. Estas reformas se inscribían en la estrategia aper­

turista de la administración Gaviria, que apuntaba a instalar el modelo 

económico neoliberal: desregulación de la economía, abolición de los 

subsidios, reducción de aranceles a las importaciones, privatización de 

las empresas del Estado, disminución del aparato estatal. . . Todas esas 

medidas iban en contravía de los derechos y avances logrados por los 
sindicatos con la Constitución de 1991 . 

Por otro lado, al culminar el cuatrienio Gaviria eran notorios el de­

bilitamiento político y electoral de la Alianza D emocrática tvI- l 9 y la 

recuperación de los partidos tradicionales, al tiempo que se recrude­

cía la confrontación militar y se consolidaba el fortalecimiento de la~ 

FARC y de los grupos paramilitares, fenómenos que se profund i✓. arfan 
durante el gobierno de Ernesto Samper (1994-1998). 
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El fortalecimiento inusitado de las fuerzas irregulares en buena me­

dida fue posible por la profunda debilidad política de la administra­

ción Samper, cuestionada desde sus conúenzos por el escándalo de la 

filtración de dineros provenientes del cartel de Cali a la campaña pre­

sidencial, denunciado por su propio ministro de Defensa, Fernando 

Botero. Los cuatro años de este gobierno transcurrieron en medio de 

una permanente inestabilidad política que debilitó tanto sus iniciativas 

de paz como sus propuestas de concertación social entre empresarios 

y trabajadores. 

El Pacto Social de Productividad, Precios y Salarios propuesto por 

el presidente Samper recibió inicialmente la acogida de la CUT, pero 

terminó de forma lánguida ante la imposibilidad de concertar acuer­

dos significativos en materia salarial. Por su parte, las posibilidades de 

negociaciones de paz se cerraron ante la debilidad del gobierno para 

diseñar una estrategia que contara con el respaldo de los militares, 

los partidos políticos y las organizaciones de la sociedad civil. Ade­

más, ante los grupos insurgentes la administración Samper no aparecía 

como un interlocutor fiable. 

La mayor iniciativa y el más importante fortalecinúento militar du­

rante ese período los mostraron las FARC, que entre 1996 y 1998 des­

plegaron acciones de gran resonancia e impacto militar en el sur del 

país, zona en la que tradicionalmente habían ejercido gran influencia. 

Las 16 acciones militares significativas realizadas contra el Ejército 

Nacional "pusieron al descubierto la gran capacidad bélica, de finan­

ciamiento y de control sobre la población" que había alcanzado esa 

guerrilla (Echandía, 2006, 45). Con esas acciones se puso en crisis a las 

Fuerzas Militares, que dieron la impresión de estar desbordadas. Según 

Daniel Pécaut, después de cada ataque permanecían estáticas. 

Los militares solo encuentran dos actitudes en respuesta: delegar im­

plícitamente a los paramilitares el objetivo de recuperat territorios, 

como en el caso de U rabá, y reagrupar sus efectivos abandonando 
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res de Hernán Giralda. Los otros departamentos que registran mayor 
número de víctimas son los mismos que aparecían entre 1986 y 1990: 
Córdoba y Valle del Cauca. 

MAPA3 

Homicidios de sindicalistas en Colombia, 1991-1997. 
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TABLA 13 

Homicidios de sindicalistas en Colombia por departamento, 1991 -1997. 

Departamento Homicidios % Homicidios del departamento 

Amazonas o 0,0% 

Antioquia 800 66,4% 

Arauca 15 1,2% 

Atlántico 2 0,2% 

Bogotá D. C. 10 0,8% 

Bolívar 21 1,7% 

Boyacá 6 0,5% 

Caldas 8 0,7% 

Caquetá 4 0,3% 

Casanare 4 0,3% 

Cauca 4 0,3% 

Cesar 48 4,0% 

Chocó 2 0,2% 

Córdoba 37 3,1% 

Cundinamarca 3 0,2% 

Guaviare 2 0,2% 

Huila 1 0,1% 

La Guajira 3 0,2% 

Magdalena 46 3,8% 

Meta 4 0,3% 

Nariño 3 0,2% 

Norte de Santander 21 1,7% 

Putumayo 2 0,2 % 

Quindío 3 0,2% 

Risaralda 16 1,3% 

Santander 84 7,0% 

Sucre 8 0,7% 
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-
Tolima 10 0,8% 

-
Valle del Caucá 30 2,5% 

-
Sin datos de departamento 7 0,6% 

-
Total 1.204 100% 

Fuente: Base de Datos de Derechos Humanos de la ENS. 

De igual manera, los sectores económicos en los cuales se presentó 

el mayor número de víctimas letales siguieron siendo los mismos del 

período anterior: Agricultura, caza y pesca, Educación y Minas y can­

teras·. 01 éase la Tabla 14.) La victimización siguió concentrada en los 

municipios del eje bananero de Urabá, agravada ahora por la disputa 

territorial en que se empeñaron las AUCC. En cuanto al magisterio, se 

mantuvo el patrón de dispersión geográfica de la victimización: afilia­

dos a Fecode fueron asesinados en 27 departamentos y 58 municipios, 

especialmente c:Ie Antioquia, Cqrdóba y Cesar, donde las disputas por 

el control territorial entre guerrillas y paramilitares alcanzaron suma­

yor intensidad en este período. También cabe mencionar al sector ce­

mentero, el cuarto por número de víctimas letales durante esos años, y 

al Sindicato Nacional de la Industria de la Alimentación (Sinaltrainal), 

que registró un incremento significativo en el número de homicidios. 

TABLA 14 

Homicidios de sindicalistas en Solombia por sector económico, 1991-1997 . 

. 

~ s·ect~r. ~cónómicc?: : ; ' ... ).;• ; :Homicidios % Sector 
-

Agricultura, caza y pesca 682 56,6% 

Comercio 4 0,3% 

Construcción 5 0,4% 

Electricidad, agua y gas 20 1,7% 
Financiero 2 0,2% 
Industria manufacturera 52 4,3% 
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..--Minas y canteras 89 7A% 

Servicios comunales y personales - educación 271 22,5% 

- Servicios comunales Y personales - empresas entes territoriales 2,5% 30 
~ 

servicios comunales y personales - judicial 0,8% 10 
~ 

Servicios comunales y personales - otro 0,7% 8 

servicios comunales y personales - salud 12 1,0% 

Transporte, almacenamiento y comunicaciones 15 1,2% 

Actividad económica no especificada 2 0,2% 

Dirección confederaciones 2 0,2% 

Total 1.204 100% 

Fuente: Base de Datos de Derechos Human~s de la ENS. 

Entre 1991 y 1997, la mayoría de los sindicalistas asesinados eran tra­

bajadores bananeros de la región de Urabá, 567 en total, que repre­

sentan el 4 7% de los 1.204 homicidios de sindicalistas cometidos en 

el período. 261 maestros y 66 integrantes de la USO fueron asesinados 

durante los mismos años. Sumados, estos tres sectores reportaron 864 

víctimas, el 71,8% del total. · 

Aunque las organizaciones sindicales y los sectores económicos 

más afectados siguieron siendo los mismos del período anterior, lo 

mismo que las motivaciones de los victimarios, la victimización incre­

mentó su intensidad en algunas zonas de disputa militar. Se produjo 

lo que hemos denominado auge de la victimización, asociado a una 

clara tendencia al exterminio de algunos sindicatos, entre ellos Sintra­

inagro en Urabá y la USO en el Magdalena Medio. También se vieron 

muy afectados los maestros sindicalizados en Fecode, qu,e defendían 

sus reivindicaciones laborales con apego a la Constitución de 1991 , 

desarrollaban proyectos educativos como el Movimiento Pedagógico 

Y participaban en la negociación de la Ley Genetal de Educación. 

La estrategia polític~ y militar desarrollada por los paramilitares en­

tre 1994 y 1997 en la región de U rabá sentó las bases de lo que sería la 

estrategia de expansión en todo el país, puesta en marcha en 1998. Las 
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ACCU, como ya dijimos, fueron fundadas en 1997 como punto de lle­

gada de la construcción de un modelo de control político regional. El 

proyecto se había iniciado a principios de los noventa con los herma­

nos Fidel y Carlos Castaño, que habían hecho parte de los Pepes. Tras 

la muerte de Pablo Escobar se trasladaron al norte de U rabá, donde le 

ganaron la guerra a las FARC y a la disidencia del EPL. 

Los paramilitares integraron a sus filas numerosos miembros de 

los Comandos Populares y de la diezmada disidencia del EPL. El paso 

siguiente fue incursionar en el eje bananero aprovechando la confron­

tación entre las FARC y la UP, de un lado, y los Comandos Populares y 

Esperanza, Paz y Libertad, del otro. En ese contexto se entiende que el 

21 de diciembre de 1994 las FARC expidieran un comunicado dirigido 

a los pobladores de Urabá, 

en el cual anunciaba[n] que declaraba[n] objetivo militar a comercian­
tes, transportadores, obreros, reinsertados, campesinos, miembros de 
la Fiscalía, la Policía, el Ejércitó y "todo lo que huela a paramilitar". 
El 28 de diciembre de 1994, los paramilitares responden el comuni­
cado de las FARC y declaran objetivo militar a la población civil que 
brinde colaboración a la subversión (Suárez, 2007, 158). 

La guerra entr-e las FARC y las ACCU tuvo como objetivo central la 

intimidación y victimización de la población civil. El conflicto se tras­

ladó en b~ena medida a las fincas bananeras, donde los trabajadores 

eran asesinados selectivamente, según su tendencia política. Las Ff\RC 

convirtieron en objetivo militar a los que simpatizaban con Esperanza, 
Paz y Libertad, mientras que las ACCU emprendieron una campana de 

exterminio y desplazamiento de los adherentes a la UP, la cu~l quedo 

prácticamente exterminada: en 1997 anunció su salida de la zon:l Y 
su autoexclusión de las elecciones, por falta de garantías. L:1s 1::\ lll : 

perdieron la guerra contra los paramilitares y el l~jército N:1cion,tl. l .i­
quidadas su base social y su organi?.ac ión polícica legal, emprc11dirnHt 

la retirada del eje bananero de U rnbá en I ()97. 

90 



LEÓN VALENCIA y JUAN CARLOS CELIS 

Este breve recuento quedaría incompleto sin señalar que el Ejército 

Nacional recibió el respaldo de Esperanza, Paz y Libertad. La decisión 

de ponerse del lado del Ejército y no del de los paramilitares -como 

habían hecho los desmovilizados que se habían organizado en los Co­

mandos Populares- respondía al deseo de apostarle a la democracia y a 

la necesidad de buscar protección legal frente a la ofensiva de las FARC 

(Agudelo, 2005; Torres, 2010E; Correa, 2010E). 

En ese contexto el general Rito Alejo del Río, comandante de la 

XVII Brigada desde finales de 1995, convocó a todos los actores po­

líticos y económicos de la zona para que se alinearan con el aparato 

militar del Estado y brindaran información que permitiera combatir a 

las FARC. Del Río ha sido acusado por la justicia colombiana de haber 

apoyado a las ACCU en la _guerra contra las FARC y el exterminio de 

la UP en Urabá. Se le señala de coordinar acciones conjuntas con las 

ACCU y de ser responsable del asesinato de líderes sociales de la región. 

En el proceso de expansión de las autodefensas en la región de 

Urabá cumplieron un papel importante las Cooperativas de Vigilancia 

y Seguridad Privada (Convivir), establecidas en 1995 por Raúl Emilio 

Hasbún, hijo de empresarios bananeros. Las Convivir fueron autoriza­

das por el secretario de Gobierno de Antioquia, Pedro Juan Moreno; 

cuando Hasbún le solicitó la creación de una, Moreno propuso que 

organizaran 12. Estas llegaron a agrupar 150 personas y tuvieron 800 

radíos, además de numerosos vehículos y armas. 

Algunos afiliados a Sintrainagro y militantes de Esperanza, Paz y 

Libertad fueron informantes de las Convivir. Sin embargo, al poco 

tiempo los directivos del grupo político les ordenaron marginarse de 

dichas organizaciones y buscar la protección del Ejército y la Policía 

(Vargas, 2010E). 

Luego del proceso de desmovilización de las AUC, entre 2004 y 

2006, se conoció por las versiones libres de los jefes paramilitares que, 

a través de las Convivir, las empresas bananeras aportaban 3 centavos 
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de dólar por cada caja de banano exportada. Un centavo se destinaba 

al funcionamiento de las Convivir, otro iba para los bloques paramili ­

tares que operaban en el eje bananero y otro, para la dirección de las 

ACCU, de la que hacía parte Hasbún. La multinacional bananera Chj­

quita Brands reconoció haber entregado 1,7 millones de dólares a las 

Convivir entre 1997 y 2004, a sabiendas de que irían a parar a manos 

de las AUC. 

Como consecuencia del dominio ejercido por las AUCC en la región 

bananera se registraron 150 homicidios en 1995 y 157 en 1996. (Véase 

la Tabla 9, p. 61.) Estos números corresponden al 67% y al 57% de los 

homicidios de sindicalistas ocurridos en todo el país en 199 5 y 1996, 
respectivamente. 

De igual manera, en medio de la lógica de disputa por el control 

territorial se produjo la victimización de miembros de la USO en el 
Magdalena Medio. Como ya anotamos, en esa zona los grupos parami­

litares experimentaron un repliegue entre 1990 y 1993. Sin embargo, 

en 199 5 las Autodefensas Campesinas de Santander y del Sur de Ce­

sar (Ausac) lanzaron una ofensiva contra el ELN, y en menor medida 

contra las FARC, que afectaban los intereses de ganaderos, hacendados 

y empresarios de la palma africana en San Alberto (Cesar) y Puerto 

Wilches (Santander). El resultado de esa ofensiva fue el repliegue de 

las guerrillas, de las zonas planas hacia el piedemonte de la Serranía del 

Perijá (Vásquez, 2004, 343). 

Tanto en los momentos de repliegue como en los de ofensiva de los 

paramilitares sobre las guerrillas, la USO sufrió el asesinato de nume­

rosos miembros: 53 en Barrancabermeja y 13 en otros municipios del 

Magdalena Medio, el Catatumbo y el resto del país. La victimización 

cobró mayor fuerza entre 1991 y 1997, debido a1 interés t.¡ue te ní:rn los 

grupos de extrema derecha en controlar Barrancabermeja. La Liso t' ra 
percibida por los paramilitares como uno de los principales mo tun:s 

de la movilización social, y por lo tanto era necesa rio con tene r su pro 

tagonismo soda1 y político. Esto, pese a que los di rige nt es del silldic.t 
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to permanentemente rechazaban las acciones de las guerrillas contra la 

infraestructura petrolera y los gestos de "solidaridad" que estas decían 

brindarle en momentos de conflicto laboral y político con Ecopetrol 

(Hernández, 2010E). A diferencia de lo que sucedió en Urabá con las 

FARC, el ELN no había sido -~xpulsado de la región, aunque sí estaba 

debilitado. Por eso, la vict:i"~zación de la uso siguió estando asociada 

a la disputa por el control territorial. 

Entre tanto, ¿qué ocurría con el sindicalismo en el sector Educa­

ción? Entre 1991 y 1997 Fecode desarrolló una sostenida política de 

concertación y negociación de sus principales demandas en los planos 

educativo y salarial. Este proceso fue particularmente activo bajo el 

cuatrienio de Ernesto Samper Pizano (1994-1998), a quien importan­

tes sectores dei magisterio, encabezados por Jaime Dussán, h~bían 

apoyado en la campaña presidencial. Como contraprestación, el Eje­

cutivo dio especial trato en materia salarial al magisterio, autorizando 

un incremento del 24% distribuido en tres aumentos anuales del 8% 

entre 1986 y 1988. Adicionalmente, el gobierno Samper entregó 3 ex­

tensos lotes para la construcción de sedes sociales del magisteriq en ,, 

distintas regiones del país. Ningún otro sector de tra~ajadores públi-

cos recibió igual tratamiento durante esa administración. 

En el plano de la concertación de las políticas educativas, Fecode 

intervino de manera definitiva en la Ley General de Educación, eh la 

cual logró plasmar la mayoría de las propuestas de reforma educativa 

que había formulado desde 1982 a través del 1:f ovimiento Pedagógico. 

En ese proceso fue decisivo el apoyo de congresistas de la AD-M19 y el 

Partido Liberal cercanos al magisterio. El nombramiento de A bel •~O­

dríguez -para entonces ya retirado de la dirección de Fecode- como 

viceministro de Educación fue expresión de la "luna de miel" entre el 

magisterio y el gobierno Samper, y evidencia del poder de moviliza- , 

ción y concertación que había alcanzado el gremio de los educadores. 

De acuerdo con Héctor Fajardo, 
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Fecode le mostraba al mundo sindical de este país que la movili­

zación., acompañada de propuestas y de diálogos soportados, era el 
camino. No ha existido en Colombia un sindicato más concertador, 

pero también más moYilizador que Fecode (Fajardo, 201 OE). 

La Ley G eneral de Educación y el significativo mejoramiento de las 
co ndicio nes salariales de los maestros fortalecieron a los sectores de­

mocráticos y reformistas, a la vez que dejaron relegados a los sectores 

que hacían eco de las consignas polarizantes de la guerrilla. 

Paradó jicam ente, mientras las relaciones entre el gobierno y Fecode 

pasaban po r su mejor momento, la vio lencia co ntra los maestros re­

gistró un inusitado crecimiento, que solo puede explicarse por la estra­

tegia de expansió n de los grupos para mjLi ta res y e l interés de estos y 

de las ébtes locales en no dejar prospera r, t: n l.os ámbitos municipal r 
departamen tal, los m ovimjentos po líócos ligados al m agis terio. Así, la 

disputa electoral le cos tó la ,·ida ~1 numerosos maes tros, a quienes los 

po líticos locales veían com o competidores. 

Resul ta revelado r el hecho de q ue en tre los m aestros asesinados o 

secues trados se enco n trara n varios mili ta ntes o simpatizantes de orga­

nizacio nes guerrilleras en p roceso de inco rpo ració n a la vida política. 

E n 1993 fue asesinado O mar de Cristo Pérez, militante del M- 19 y líder 

de 1a Asociación de Educadores de Sucre (.A des) ; en 1 994 fue asesina­

da la militante del PRT Alba Inés Flórez; en julio de l 997 fue asesinado 

por las AUCC Fredy Francisco Fuentes Paternina, militante de la CRS y 
directivo de la Asociación de E ducadores de Córdoba. 

Como se aprecia en la Tabla 15, en los departamentos de Cesar y 

Bolívar se registra el mayor número de asesinatos de maestros para 

el período 1991-1997: 14 y 11, respectivamente. Esto coincide con la 
disputa del ELi'\J con las Autodefensas Campesinas de Santander y del 

Sur de Cesar (en Cesar) y con las Autodefensas del Sur de Bolívar (en 
Bolívar) . 
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TABLA 15 

Homicidios de miembros de sindicatos afiliados a Fecode, 1991-1997 . 

. , 
~ ·' 

Departamento · Homicidios % ftómicidios , . 

. del ~epartamento · 
~ 

Amazonas o 0,0% 

Antioquia 109 41,8% 

Arauca 10 3,8% 

Atlántico o 0,0% 

Bogotá o.e. 2 0,8% ' 

Bolívar 11 4,2% 

Boyacá 3 1,1% 

Caldas 5 1,9% 

Caquetá 4 1,5% 

Casanare 2 0,8% 

(auca 3 1,1% 

Cesar 14 5,4% 

Chocó 1 0,4% 
' 

Córdoba 27 10,3% 
' 

Cundinamarca 2 0,8% 

Guaviare 1 0,4% 

Huila 1 0,4% 

La Guajira 2 0,8% 

Magdalena 6 2,3% 

Meta 1 0,4% 

Nariño 3 1,1% 

Norte de Santander 11 4,2% 

Putumayo 2 0,8% 

Quindío 2 0,8% 

Risaralda 12 4,6% 

Santander 9 3,4% 

Sucre 5 1,9% 
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0,8% -
Tolima 2 -
Valle del (auca 11 4,2% 

-
Total 261 100% 

-
Fuente: Base de Datos de Derechos Humanos de la ENS. 

Como dijimos ya, la victimización del magisterio en zonas de con­

flicto armado está asociada a su creciente poder electoral y relevancia 

política. En ausencia de líderes, en muchos núcleos rurales los docen­

tes llegan a convertirse en promotores sociales y políticos. En el pe­

ríodo 1991-1997, un número representativo de maestros presentaron 

su nombre a consideración del electorado, y varios fueron elegidos 

concejales y diputados. El éxito electoral del magisterio alcanzará sus 

mayores cotas entre 1998 y 2004, período que analizaremos en detalle 

en el capítulo siguiente. 

En algunas ciudades, entre ellas Medellin, se desarrolló otra forma 

de victimización, vinculada' indirectamente con el conflicto armado: el 
. . 

homicidio de maestros de colegio a manos de sus jóvenes estudiantes, 

pertenecientes a bandas delincuenciales relacionadas con narcotrafi­

cantes y paramilitares. En efecto, entre 1991 y 1997 fueron asesinados 

en la capital de Antioquia 44 maestros, miembros de Adida: más que 
en cualquier departamento. 0[éase la Tabla 15} 

De acuerdo con Olga Fanny Ruiz, dirigente de Adida, en la disputa 

por el control territorial de barrios y comunas los m aestros encabeza­

ban, desde escuelas y colegios, acciones ciudadanas para denunciar las 

arbitrariedades que cometían tanto las bandas delincuenciales como 

los policías. Por eso muchos fueron amenazados, desplazados y asesi­

na?os. Eventualmente, los jóvenes pertenecientes a las bandas amen:1-

zaban a los maestros para que les permitieran aprobar el aúo e~col:lr, 

y los asesinaban en caso de negarse (Ruiz, 201 0E). 

En este período los trabajadores de la industria manu facrurc r:1, l ' ~ ­

pecialmente de los subsectores Cemento y Ali mentos, ~iguicron :-; icn-
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do muy afectad~s por la victimización. Sin embargo, empezaron a vis­
lumbrarse cam1nos de acercamiento entre empresarios y sindicatos, 
como ocurrió en Cementos El Cairo, en Santa Bárbara (Antioquia). 
De acuerdo con Gilberto Cardozo, ex gerente de la compañía, desde 

inicios de los noventa se "empieza a identificar o a caracterizar que el 

sindicato no era un enemigo interno sino eventualmente un aliado" 
(2008E). Esto se debió en buena medida a la iniciativa de la CUT, que 

propició entre los dirigentes de Sutimac un cambio hacia la concerta­

ción (Torres y Guarnizo, 2004, 47). En el resto del departamento de 

Antioquia, la violencia contra los trabajadores cementeros se acrecen­
tó. Las principales plantas estaban en zonas de disputa territorial entre 

guerrillas y paramilitares ~uerto Nare, Caracolí, Santa Bárbara). 

También es importante considerar el caso del Sindicato Nacional de 
la Industria de la Alimentación, que registró el asesinato de 4 de sus 

miembros entre 1986 y 1990, Y, de 10 entre 1991 y 1997. La mayoría 
de estos homicidios ocurrieron en Cesar y en el U rabá antioqueño: 
en Cesar fueron asesinados ., 3 trabajadores de la multinacional lechera 

Nestlé y en Carepa, Urabá, 4 trabajadores de la .planta de Coca-Cola. 
Como consecuencia de esos crímenes, el sindicato se ha visto reduci­
do a su mínima expresión en Carepa, y bastante debilitado en el depar­

tamento de Cesar Oavier Correa, 2010E). También acá cabe recordar 
que estas regiones fueron escenario de intensa confrontación entre 

grupos gu~rrilleros y paramilitares. 

En referencia a los motivos de la violencia contra los afiliados al 

sindicato de Coca-Cola, unq de sus dirigentes, ]fI.vier Correa, afirmó: 

El ataque permanente lo hemos sufrido por parte de los grupos pa­
ramilitares. Pero también, hay que mencionarlo, las empresas y el 
Estado en las zonas donde ha habido presencia de la insurgencia, 

' han buscado justificar la represión contra nosotros diciendo que el 
sindlcato O miembros de él tienen vínculos con ellos. Pero nunca han 

logrado probarlo (Correa, 2010E). 
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El período 1991-1997 culminó con la Constitución de las Autodefen­
sas Unidas de Colombia como grupo con estrategia y cubrimiento 
nacionales, y con la consolidación del poderío militar de las FARC en el 

sur del país. El nivel de la confrontación militar y el fortalecimiento de 
los extremos del conflicto pusieron nuevamente en la agenda política 
nacional el tema de la salida negociada, tema que se convirtió en el 
centro del debate entre Andrés Pastrana y Horacio Serpa, candidatos 
a las elecciones presidenciales de 1998. 
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LA EXPANSIÓN DE LA VICTIMIZACIÓN: 1998-2003 

El tercer período está delimitado por el proceso de expansión y con­

solidación de las Autodefensas Unidas de Colombia iniciado en 1998, 
' 

y su desmovilización, adelantada en 2003 como resultado de las nego-

ciaciones con el gobierno de Álvaro Uribe Vélez. 

Entre 1996 y 1998 las FARC habían alcanzado .sus mayores éxitos 

militares y habían hecho una demostración de fuerza sin precedentes, 

sumando 17 victorias consecutivas sobre las Fuerzas Armadas en el 

sur del país, entre ellas las tomas de Mitú, El Billar, Las Delicias y Pa­

tascoy, así como la destrucción de la base antinarcóticos de San José 

del Guaviare. Esta demostración de fuerza precedió los acercamientos 

y acuerdos de las FARC con el candidato presidencial Andrés Pastrana 

y condujo a las negociaciones de paz del Caguán, que incluyeron el 

despeje de un amplio territorio del sur de Colombia. 

El fortalecimiento militar, político y territorial de las Autodefensas 

en el norte del país, y de las FARC en el sur, produjo un escalamiento 

sin precedentes del conflicto armado, pero también llevó a procesos 

de negociación de largo aliento: las conversaciones con las FARC 

en el Caguán (1998-2002) y la desmovilización de las Autodefensas, 

seguida por el sometimiento a la justicia de sus principales dirigentes 

(2003-2006). 

Los primeros años del período 1998-2003 estuvieron signados por 

las expectativas que había ~reacio la negociación entre las FARC y el 

gobierno Pastrana y por el acrecentamiento de la violencia paramilitar 

y guerrillera en amplias zonas del territorio nacional. La victimización 

de los sindicalistas no se detuvo, y su disminución al final del período 
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estuvo precedida de un elevado nún1ero de asesinatos, amenazas y 

desplazamientos, como veremos a lo largo de este capítulo. 

Las relaciones entre el movinuento sindical y la administración Pas­

trana se caracterizaron por la confrontación permanente. La reestruc­

turación de entidades del Es tado se tradujo en despidos masivos en 

el sector público. De igual manera, la política de rees tructuración del 

situado fiscal implicó una disminución de los recursos destinados a la 

salud y a la educación, que suscitó el rechazo de los educadores y los 

trabajadores de la salud. El inicio de las negociaciones del Tratado de 

Libre Comercio ( rLC) con Estados Unidos aumentó el malestar de las 

organizacion~s sindicales. 

La fragmentació n del Estado - por un lado, el gobierno central; por 

otro, el poder local cooptado po r actores ilegales- se extendió con 

la expansión par!lmilirnr. Después de haber expulsado a las FARC del 

eje bananero de Urabá, los paramilitares liderados por Carlos Castaño 

encontraron un terreno favorable para consolidar alianzas con élites 

locales en distintas zonas del país. J\ la vez que complementaban al 

Es tado en la lucha conrrainsurgente, las f\UC ofrecían a dichas élites la 

eliminación, la intimidación y el desplazam.iento de competidores po­

líticos, así como el uso de la fuerza para la resolución de los conflictos 

sociales y laborales. 

E ntre 1998 y 2002 la polarización se reconfiguró, en términos del 

gobierno, entre la pedagogía de paz y la oposición a los diálogos con 

las FARC. Esa polarización se manifestó en los distintos teatros del 

conflicto armado, como mecanismo político que facilitó la intensifica­

ción de la guerra y la victimización de civiles. 

Las negociaciones del Caguán determinaron en forma notable la 

dinámica del proceso de victimización del sindicalismo en el periodo 

1998-2003: estimularon el proceso expansivo de las autodefensas y su 

oleada de crímenes contra amplios sectores de la población, así como 

la acción focalizada contra los líderes y trabajadores sindicalizados de 
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las regiones en las que incursionaba o en las que se consolidaba el 
paramilitarismo. 

Como.ya dijimos, las FARC llegaron a la mesa de negociación prece­

didas de 17 resonantes golpes a las Fuerzas Militares. Esto les permitió . 

convertir el diálogo en el tema principal de la campaña electoral de 

1998 y, más adelante, en la estrategia central del gobierno Pastrana, 

que aceptó una agenda amplia y sin condiciones y la desmilitarización _ 

total de 5 municipios de la zona del Caguán. 

.... 

La agenda de las FARC recogía su programa de gobierno revolucio­
nario - "Programa de Reconstrucción Nacional"-, formulado en la 

conferencia de 1993. Esta agenda, que oscilaba entre el reformismo 

y el cambio radical, era de negociación imposible en el lapso de una 
administración presidencial (Romero, 2007, 458). Además, desperta­

ba amplias reservas entre actores fundamentales: la clase política, los 
Estados Unidos, los militares (Pécaut, 2006, 137) y, por supuesto, las 
élites regionales que apoyaban al paramilitarismo . 

Al margen de sus avances militares, las FARC llegaron a la mesa de 
diálogo con un gran desprestigio político (Pécaut, 2006, 459). A través 
de las llamadas "audiencias públicas" que se desarrollaron durante las 
conversaciones buscaron legitimarse ante la sociedad, y a través de 
la fundación del Movimiento Bolivariano (MB) intentaron, sin mayor 
éxito, superar su marginalidad política. El MB, fundado en el año 2000, 
tuvo cierto impacto mediático, más debido a las acciones del gobier­
no y de los medios de comunicación que a la capacidad política de la 
organización insurgente, cuya fuerza electoral era escasa. La acción de 
las FARC se concentraba en lo militar; por lo tanto, la construcción de 
un "movimiento amplio de masas" era una ficción (Ávila, 2010a, 184). 

El ELN también quiso iniciar diálogos con el gobierno Pastrana, 
pero independientemente de las FARC. 11 Para el gobierno, estos diálo-

11. La CGSB se había disuelto en 1994, en medio de debates sobre el recurso de las 
FARC al narcotráfico para financiar la guerra y de la disputa territorial entre las 
dos organizaciones subversivas en los territorios donde coincidían. 
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